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Convención sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación 

Contra la Mujer
Adoptada y abierta a la fi rma y ratifi cación, o adhesión, por la Asamblea General en su 
resolución 34/180, de 18 de diciembre de 1979.

Entrada en vigor: 3 de septiembre de 1981, de conformidad con el artículo 27 (1)

Los Estados Partes en la presente Convención 
CONSIDERANDO que la Carta de las Naciones Unidas reafi rma la fe en los 

derechos humanos fundamentales, en la dignidad y el valor de la persona humana y en 
la igualdad de derechos de hombres y mujeres, 

Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos reafi rma el 
principio de la no discriminación y proclama que todos los seres humanos nacen libres 
e iguales en dignidad y derechos y que toda persona puede invocar todos los derechos 
y libertades proclamados en esa Declaración, sin distinción alguna y, por ende, sin 
distinción de sexo, 

Considerando que los Estados Partes en los Pactos Internacionales de Derechos 
Humanos tienen la obligación de garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce 
de todos los derechos económicos, sociales, culturales, civiles y políticos, 

Teniendo en cuenta las convenciones internacionales concertadas bajo los auspicios 
de las Naciones Unidas y de los organismos especializados para favorecer la igualdad 
de derechos entre el hombre y la mujer, 

Teniendo en cuenta asimismo las resoluciones, declaraciones y recomendaciones 
aprobadas por las Naciones Unidas y los organismos especializados para favorecer la 
igualdad de derechos entre el hombre y la mujer, 

Preocupados, sin embargo, al comprobar que a pesar de estos diversos instrumentos 
las mujeres siguen siendo objeto de importantes discriminaciones, 

Recordando que la discriminación contra la mujer viola los principios de la igualdad 
de derechos y del respeto de la dignidad humana, que difi culta la participación de la 
mujer, en las mismas condiciones que el hombre, en la vida política, social, económica 
y cultural de su país, que constituye un obstáculo para el aumento del bienestar de la 
sociedad y de la familia y que entorpece el pleno desarrollo de las posibilidades de la 
mujer para prestar servicio a su país y a la humanidad, 

Preocupados por el hecho de que en situaciones de pobreza la mujer tiene un acceso 
mínimo a la alimentación, la salud, la enseñanza, la capacitación y las oportunidades de 
empleo, así como a la satisfacción de otras necesidades.
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Convencidos de que el establecimiento del nuevo orden económico internacional 
basado en la equidad y la justicia contribuirá signifi cativamente a la promoción de la 
igualdad entre el hombre y la mujer.

Subrayado que la eliminación del apartheid, de todas las formas de racismo, de 
discriminación racial, colonialismo, neocolonialismo, agresión, ocupación y dominación 
extranjeras y de la injerencia en los asuntos internos de los Estados es indispensable 
para el disfrute cabal de los derechos del hombre y de la mujer, 

Afi rmando que el fortalecimiento de la paz y la seguridad internacionales, el alivio de la 
tensión internacional, la cooperación mutua entre todos los Estados con independencia 
de sus sistemas sociales y económicos, el desarme general y completo, en particular 
el desarme nuclear bajo un control internacional estricto y efectivo, la afi rmación de 
los principios de la justicia, la igualdad y el provecho mutuo en las relaciones entre 
países y la realización del derecho de los pueblos sometidos a dominación colonial 
y extranjera o a ocupación extranjera a la libre determinación y la independencia, así 
como el respeto de la soberanía nacional y de la integridad territorial, promoverán el 
progreso social y el desarrollo y, en consecuencia, contribuirán al logro de la plena 
igualdad entre el hombre y la mujer, 

Convencidos de que la máxima participación de la mujer en todas las esferas, en 
igualdad de condiciones con el hombre, es indispensable para el desarrollo pleno y 
completo de un país, el bienestar del mundo y la causa de la paz, 

Teniendo presentes el gran aporte de la mujer al bienestar de la familia y al desarrollo 
de la sociedad, hasta ahora no plenamente reconocido, la importancia social de la 
maternidad y la función tanto del padre como de la madre en la familia y en la educación 
de los hijos, y conscientes de que el papel de la mujer en la procreación no debe ser 
causa de discriminación, sino que la educación de los niños exige la responsabilidad 
compartida entre hombres y mujeres y la sociedad en su conjunto, 

Reconociendo que para lograr la plena igualdad entre el hombre y la mujer es 
necesario modifi car el papel tradicional tanto del hombre como de la mujer en la 
sociedad y en la familia, 

Resueltos a aplicar los principios enunciados en la Declaración sobre la eliminación 
de la discriminación contra la mujer y, para ello, a adoptar las medidas necesarias a fi n 
de suprimir esta discriminación en todas sus formas y manifestaciones, 
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Han convenido en lo siguiente:

Parte I 
Artículo 1
A los efectos de la presente Convención, la expresión “discriminación contra la 

mujer” denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga 
por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la 
mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre 
y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas 
política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera. 

Artículo 2
Los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en todas sus 

formas, convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una 
política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer y, con tal objeto, se 
comprometen a: 

a)  Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constituciones nacionales y en 
cualquier otra legislación apropiada el principio de la igualdad del hombre y de la 
mujer y asegurar por ley u otros medios apropiados la realización práctica de ese 
principio; 

b)  Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, con las 
sanciones correspondientes, que prohíban toda discriminación contra la mujer; 

c)   Establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base 
de igualdad con los del hombre y garantizar, por conducto de los tribunales 
nacionales competentes y de otras instituciones públicas, la protección efectiva 
de la mujer contra todo acto de discriminación; 

d)  Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de discriminación contra la mujer 
y velar por que las autoridades e instituciones públicas actúen de conformidad 
con esta obligación; 

e)  Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la 
mujer practicada por cualesquiera personas, organizaciones o empresas; 

f)  Adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para 
modifi car o derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan 
discriminación contra la mujer; 

g)  Derogar todas las disposiciones penales nacionales que constituyan discriminación 
contra la mujer.
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Artículo 3
Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular en las esferas 

política, social, económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de carácter 
legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de 
garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales 
en igualdad de condiciones con el hombre. 

Artículo 4
1.  La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de carácter temporal 

encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer no se 
considerará discriminación en la forma defi nida en la presente Convención, pero 
de ningún modo entrañará, como consecuencia, el mantenimiento de normas 
desiguales o separadas; estas medidas cesarán cuando se hayan alcanzado los 
objetivos de igualdad de oportunidad y trato. 

2.  La adopción por los Estados Partes de medidas especiales, incluso las contenidas 
en la presente Convención, encaminadas a proteger la maternidad no se 
considerará discriminatoria.

Artículo 5
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para: 

a)  Modifi car los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con 
miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias 
y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o 
superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres 
y mujeres; 

b)  Garantizar que la educación familiar incluya una comprensión adecuada de 
la maternidad como función social y el reconocimiento de la responsabilidad 
común de hombres y mujeres en cuanto a la educación y al desarrollo de sus 
hijos, en la inteligencia de que el interés de los hijos constituirá la consideración 
primordial en todos los casos.

Artículo 6
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas, incluso de carácter 

legislativo, para suprimir todas las formas de trata de mujeres y explotación de la 
prostitución de la mujer. 
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Parte II 
Artículo 7
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 

discriminación contra la mujer en la vida política y pública del país y, en particular, 
garantizarán a las mujeres, en igualdad de condiciones con los hombres, el derecho a: 

a)  Votar en todas las elecciones y referéndums públicos y ser elegibles para todos 
los organismos cuyos miembros sean objeto de elecciones públicas; 

b)  Participar en la formulación de las políticas gubernamentales y en la ejecución de 
éstas, y ocupar cargos públicos y ejercer todas las funciones públicas en todos los 
planos gubernamentales; 

c)  Participar en organizaciones y en asociaciones no gubernamentales que se 
ocupen de la vida pública y política del país.

Artículo 8
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar a la mujer, 

en igualdad de condiciones con el hombre y sin discriminación alguna, la oportunidad 
de representar a su gobierno en el plano internacional y de participar en la labor de las 
organizaciones internacionales. 

Artículo 9
1.  Los Estados Partes otorgarán a las mujeres iguales derechos que a los hombres 

para adquirir, cambiar o conservar su nacionalidad. Garantizarán, en particular, 
que ni el matrimonio con un extranjero ni el cambio de nacionalidad del marido 
durante el matrimonio cambien automáticamente la nacionalidad de la esposa, la 
conviertan en ápatrida o la obliguen a adoptar la nacionalidad del cónyuge. 

2.  Los Estados Partes otorgarán a la mujer los mismos derechos que al hombre con 
respecto a la nacionalidad de sus hijos.

Parte III 
Artículo 10
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 

discriminación contra la mujer, a fi n de asegurarle la igualdad de derechos con el 
hombre en la esfera de la educación y en particular para asegurar, en condiciones de 
igualdad entre hombres y mujeres: 
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a)  Las mismas condiciones de orientación en materia de carreras y capacitación 
profesional, acceso a los estudios y obtención de diplomas en las instituciones 
de enseñanza de todas las categorías, tanto en zonas rurales como urbanas; esta 
igualdad deberá asegurarse en la enseñanza preescolar, general, técnica, profesional 
y técnica superior, así como en todos los tipos de capacitación profesional; 

b)  Acceso a los mismos programas de estudios, a los mismos exámenes, a personal 
docente del mismo nivel profesional y a locales y equipos escolares de la misma 
calidad; 

c)  La eliminación de todo concepto estereotipado de los papeles masculino y 
femenino en todos los niveles y en todas las formas de enseñanza, mediante el 
estímulo de la educación mixta y de otros tipos de educación que contribuyan 
a lograr este objetivo y, en particular, mediante la modifi cación de los libros y 
programas escolares y la adaptación de los métodos de enseñanza; 

d)  Las mismas oportunidades para la obtención de becas y otras subvenciones para 
cursar estudios; 

e)  Las mismas oportunidades de acceso a los programas de educación permanente, 
incluidos los programas de alfabetización funcional y de adultos, con miras en 
particular a reducir lo antes posible toda diferencia de conocimientos que exista 
entre hombres y mujeres; 

f)  La reducción de la tasa de abandono femenino de los estudios y la organización 
de programas para aquellas jóvenes y mujeres que hayan dejado los estudios 
prematuramente; 

g)  Las mismas oportunidades para participar activamente en el deporte y la 
educación física; 

h)  Acceso al material informativo específi co que contribuya a asegurar la salud 
y el bienestar de la familia, incluida la información y el asesoramiento sobre 
planifi cación de la familia.

Artículo 11
1.  Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 

discriminación contra la mujer en la esfera del empleo a fi n de asegurar a la mujer, en 
condiciones de igualdad con los hombres, los mismos derechos, en particular: 

a)  El derecho al trabajo como derecho inalienable de todo ser humano; 

b)  El derecho a las mismas oportunidades de empleo, inclusive a la aplicación de 
los mismos criterios de selección en cuestiones de empleo; 



17

c)  El derecho a elegir libremente profesión y empleo, el derecho al ascenso, a 
la estabilidad en el empleo y a todas las prestaciones y otras condiciones de 
servicio, y el derecho a la formación profesional y al readiestramiento, incluido 
el aprendizaje, la formación profesional superior y el adiestramiento periódico; 

d)  El derecho a igual remuneración, inclusive prestaciones, y a igualdad de trato 
con respecto a un trabajo de igual valor, así como a igualdad de trato con 
respecto a la evaluación de la calidad del trabajo; 

e)  El derecho a la seguridad social, en particular en casos de jubilación, desempleo, 
enfermedad, invalidez, vejez u otra incapacidad para trabajar, así como el 
derecho a vacaciones pagadas; 

f)  El derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las condiciones de 
trabajo, incluso la salvaguardia de la función de reproducción. 

2.  A fi n de impedir la discriminación contra la mujer por razones de matrimonio o 
maternidad y asegurar la efectividad de su derecho a trabajar, los Estados Partes 
tomarán medidas adecuadas para: 

a)  Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido por motivo de embarazo o licencia 
de maternidad y la discriminación en los despidos sobre la base del estado civil; 

b)  Implantar la licencia de maternidad con sueldo pagado o con prestaciones 
sociales comparables sin pérdida del empleo previo, la antigüedad o los 
benefi cios sociales; 

c)  Alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo necesarios para 
permitir que los padres combinen las obligaciones para con la familia con las 
responsabilidades del trabajo y la participación en la vida pública, especialmente 
mediante el fomento de la creación y desarrollo de una red de servicios 
destinados al cuidado de los niños; 

d)  Prestar protección especial a la mujer durante el embarazo en los tipos de 
trabajos que se haya probado puedan resultar perjudiciales para ella. 

3.  La legislación protectora relacionada con las cuestiones comprendidas en este 
artículo será examinada periódicamente a la luz de los conocimientos científi cos 
y tecnológicos y será revisada, derogada o ampliada según corresponda.

Artículo 12
1.  Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 

discriminación contra la mujer en la esfera de la atención médica a fi n de asegurar, 
en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, el acceso a servicios de 
atención médica, inclusive los que se refi eren a la planifi cación de la familia. 
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2.  Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra, los Estados Partes garantizarán 
a la mujer servicios apropiados en relación con el embarazo, el parto y el período 
posterior al parto, proporcionando servicios gratuitos cuando fuere necesario, y 
le asegurarán una nutrición adecuada durante el embarazo y la lactancia.

Artículo 13
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 

discriminación contra la mujer en otras esferas de la vida económica y social a fi n de 
asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, los mismos derechos, 
en particular: 

a)  El derecho a prestaciones familiares; 

b)  El derecho a obtener préstamos bancarios, hipotecas y otras formas de crédito 
fi nanciero; 

c)  El derecho a participar en actividades de esparcimiento, deportes y en todos los 
aspectos de la vida cultural.

Artículo 14
1.  Los Estados Partes tendrán en cuenta los problemas especiales a que hace 

frente la mujer rural y el importante papel que desempeña en la supervivencia 
económica de su familia, incluido su trabajo en los sectores no monetarios de la 
economía, y tomarán todas las medidas apropiadas para asegurar la aplicación de 
las disposiciones de la presente Convención a la mujer en las zonas rurales. 

2.  Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en las zonas rurales a fi n de asegurar en condiciones 
de igualdad entre hombres y mujeres, su participación en el desarrollo rural y en 
sus benefi cios, y en particular le asegurarán el derecho a: 

a)  Participar en la elaboración y ejecución de los planes de desarrollo a todos los 
niveles; 

b)  Tener acceso a servicios adecuados de atención médica, inclusive información, 
asesoramiento y servicios en materia de planifi cación de la familia; 

c)  Benefi ciarse directamente de los programas de seguridad social; 

d)  Obtener todos los tipos de educación y de formación, académica y no 
académica, incluidos los relacionados con la alfabetización funcional, así como, 
entre otros, los benefi cios de todos los servicios comunitarios y de divulgación 
a fi n de aumentar su capacidad técnica; 
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e)  Organizar grupos de autoayuda y cooperativas a fi n de obtener igualdad de 
acceso a las oportunidades económicas mediante el empleo por cuenta propia 
o por cuenta ajena; 

f)  Participar en todas las actividades comunitarias; 

g)  Obtener acceso a los créditos y préstamos agrícolas, a los servicios de 
comercialización y a las tecnologías apropiadas, y recibir un trato igual en los 
planes de reforma agraria y de reasentamiento; 

h)  Gozar de condiciones de vida adecuadas, particularmente en las esferas de la 
vivienda, los servicios sanitarios, la electricidad y el abastecimiento de agua, el 
transporte y las comunicaciones.

Parte IV 
Artículo 15
1.  Los Estados Partes reconocerán a la mujer la igualdad con el hombre ante la ley. 

2.  Los Estados Partes reconocerán a la mujer, en materias civiles, una capacidad 
jurídica idéntica a la del hombre y las mismas oportunidades para el ejercicio 
de esa capacidad. En particular, le reconocerán a la mujer iguales derechos para 
fi rmar contratos y administrar bienes y le dispensarán un trato igual en todas las 
etapas del procedimiento en las cortes de justicia y los tribunales. 

3.  Los Estados Partes convienen en que todo contrato o cualquier otro instrumento 
privado con efecto jurídico que tienda a limitar la capacidad jurídica de la mujer 
se considerará nulo. 

4.  Los Estados Partes reconocerán al hombre y a la mujer los mismos derechos con 
respecto a la legislación relativa al derecho de las personas a circular libremente 
y a la libertad para elegir su residencia y domicilio.

Artículo 16
1.  Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para eliminar 

la discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el 
matrimonio y las relaciones familiares y, en particular, asegurarán en condiciones 
de igualdad entre hombres y mujeres: 

a)  El mismo derecho para contraer matrimonio; 

b)  El mismo derecho para elegir libremente cónyuge y contraer matrimonio sólo 
por su libre albedrío y su pleno consentimiento; 

c)  Los mismos derechos y responsabilidades durante el matrimonio y con ocasión 
de su disolución; 
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d)  Los mismos derechos y responsabilidades como progenitores, cualquiera que 
sea su estado civil, en materias relacionadas con sus hijos; en todos los casos, 
los intereses de los hijos serán la consideración primordial; 

e)  Los mismos derechos a decidir libre y responsablemente el número de sus 
hijos y el intervalo entre los nacimientos y a tener acceso a la información, la 
educación y los medios que les permitan ejercer estos derechos; 

f)  Los mismos derechos y responsabilidades respecto de la tutela, curatela, 
custodia y adopción de los hijos, o instituciones análogas cuando quiera que 
estos conceptos existan en la legislación nacional; en todos los casos, los 
intereses de los hijos serán la consideración primordial; 

g)  Los mismos derechos personales como marido y mujer, entre ellos el derecho 
a elegir apellido, profesión y ocupación; 

h)  Los mismos derechos a cada uno de los cónyuges en materia de propiedad, 
compras, gestión, administración, goce y disposición de los bienes, tanto a 
título gratuito como oneroso. 

2.  No tendrán ningún efecto jurídico los esponsales y el matrimonio de niños y 
se adoptarán todas las medidas necesarias, incluso de carácter legislativo, para 
fi jar una edad mínima para la celebración del matrimonio y hacer obligatoria la 
inscripción del matrimonio en un registro ofi cial.

Parte V 
Artículo 17
1.  Con el fi n de examinar los progresos realizados en la aplicación de la presente 

Convención, se establecerá un Comité para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer (denominado en adelante el Comité) compuesto, en el momento 
de la entrada en vigor de la Convención, de dieciocho y, después de su ratifi cación 
o adhesión por el trigésimo quinto Estado Parte, de veintitrés expertos de gran 
prestigio moral y competencia en la esfera abarcada por la Convención. Los 
expertos serán elegidos por los Estados Partes entre sus nacionales, y ejercerán 
sus funciones a título personal; se tendrán en cuenta una distribución geográfi ca 
equitativa y la representación de las diferentes formas de civilización, así como 
los principales sistemas jurídicos. 

2.  Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta de un lista de 
personas designadas por los Estados Partes. Cada uno de los Estados Partes 
podrá designar una persona entre sus propios nacionales. 
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3.  La elección inicial se celebrará seis meses después de la fecha de entrada en 
vigor de la presente Convención. Al menos tres meses antes de la fecha de cada 
elección, el Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los 
Estados Partes invitándolos a presentar sus candidaturas en un plazo de dos 
meses. El Secretario General preparará una lista por orden alfabético de todas 
las personas designadas de este modo, indicando los Estados Partes que las han 
designado, y la comunicará a los Estados Partes. 

4.  Los miembros del Comité serán elegidos en una reunión de los Estados Partes 
que será convocada por el Secretario General y se celebrará en la Sede de las 
Naciones Unidas. En esta reunión, para la cual formarán quórum dos tercios de 
los Estados Partes, se considerarán elegidos para el Comité los candidatos que 
obtengan el mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los 
representantes de los Estados Partes presentes y votantes. 

5.  Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. No obstante, el 
mandato de nueve de los miembros elegidos en la primera elección expirará 
al cabo de dos años; inmediatamente después de la primera elección el 
Presidente del Comité designará por sorteo los nombres de esos nueve 
miembros. 

6.  La elección de los cinco miembros adicionales del Comité se celebrará de 
conformidad con lo dispuesto en los párrafos 2, 3 y 4 del presente artículo, 
después de que el trigésimo quinto Estado Parte haya ratifi cado la Convención o 
se haya adherido a ella. El mandato de dos de los miembros adicionales elegidos 
en esta ocasión, cuyos nombres designará por sorteo el Presidente del Comité, 
expirará al cabo de dos años. 

7.  Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado Parte cuyo experto haya cesado en 
sus funciones como miembro del Comité designará entre sus nacionales a otro 
experto a reserva de la aprobación del Comité. 

8.  Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea General, percibirán 
emolumentos de los fondos de las Naciones Unidas en la forma y condiciones 
que la Asamblea determine, teniendo en cuenta la importancia de las funciones 
del Comité. 

9.  El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los 
servicios necesarios para el desempeño efi caz de las funciones del Comité en 
virtud de la presente Convención.
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Artículo 18
1.  Los Estados Partes se comprometen a someter al Secretario General de las 

Naciones Unidas, para que lo examine el Comité, un informe sobre las medidas 
legislativas, judiciales, administrativas o de otra índole que hayan adoptado para 
hacer efectivas las disposiciones de la presente Convención y sobre los progresos 
realizados en este sentido: 

a)  En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Convención para el 
Estado de que se trate; 

b)  En lo sucesivo por lo menos cada cuatro años y, además, cuando el Comité lo 
solicite. 

2.  Se podrán indicar en los informes los factores y las difi cultades que afecten al 
grado de cumplimiento de las obligaciones impuestas por la presente Convención.

Artículo 19
1.  El Comité aprobará su propio reglamento. 

2.  El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años.

Artículo 20
1.  El Comité se reunirá normalmente todos los años por un período que no exceda 

de dos semanas para examinar los informes que se le presenten de conformidad 
con el artículo 18 de la presente Convención. 

2.  Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones 
Unidas o en cualquier otro sitio conveniente que determine el Comité.

Artículo 21
1.  El Comité, por conducto del Consejo Económico y Social, informará 

anualmente a la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre sus 
actividades y podrá hacer sugerencias y recomendaciones de carácter general 
basadas en el examen de los informes y de los datos transmitidos por los 
Estados Partes. Estas sugerencias y recomendaciones de carácter general se 
incluirán en el informe del Comité junto con las observaciones, si las hubiere, 
de los Estados Partes. 

2.  El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá los informes del 
Comité a la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer para su 
información.
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Artículo 22
Los organismos especializados tendrán derecho a estar representados en el examen 

de la aplicación de las disposiciones de la presente Convención que correspondan a la 
esfera de las actividades. El Comité podrá invitar a los organismos especializados a que 
presenten informes sobre la aplicación de la Convención en las áreas que correspondan 
a la esfera de sus actividades. 

Parte VI 
Artículo 23
Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a disposición alguna que 

sea más conducente al logro de la igualdad entre hombres y mujeres y que pueda 
formar parte de: 

a)  La legislación de un Estado Parte; o 

b)  Cualquier otra convención, tratado o acuerdo internacional vigente en ese 
Estado.

Artículo 24
Los Estados Partes se comprometen a adoptar todas las medidas necesarias en el 

ámbito nacional para conseguir la plena realización de los derechos reconocidos en la 
presente Convención. 

Artículo 25
1.  La presente Convención estará abierta a la fi rma de todos los Estados. 

2.  Se designa al Secretario General de las Naciones Unidas depositario de la presente 
Convención. 

3.  La presente Convención está sujeta a ratifi cación. Los instrumentos de ratifi cación 
se depositaran en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

4.  La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados. La 
adhesión se efectuará depositando un instrumento de adhesión en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 26
1.  En cualquier momento, cualquiera de los Estados Partes podrá formular una 

solicitud de revisión de la presente Convención mediante comunicación escrita 
dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. 

2.  La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá las medidas que, en caso 
necesario, hayan de adoptarse en lo que respecta a esa solicitud.
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Artículo 27
1.  La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha 

en que haya sido depositado en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas el vigésimo instrumento de ratifi cación o de adhesión. 

2.  Para cada Estado que ratifi que la Convención o se adhiera a ella después de 
haber sido depositado el vigésimo instrumento de ratifi cación o de adhesión, 
la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal 
Estado haya depositado su instrumento de ratifi cación o de adhesión.

Artículo 28
1.  El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los 

Estados el texto de las reservas formuladas por los Estados en el momento de la 
ratifi cación o de la adhesión. 

2.  No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito de la 
presente Convención. 

3.  Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por medio de una 
notifi cación a estos efectos dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, 
quien informará de ello a todos los Estados. Esta notifi cación surtirá efecto en la 
fecha de su recepción.

Artículo 29
1.  Toda controversia que surja entre dos o más Estados Partes con respecto a 

la interpretación o aplicación de la presente Convención que no se solucione 
mediante negociaciones se someterá al arbitraje a petición de uno de ellos. Si en 
el plazo de seis meses contados a partir de la fecha de presentación de solicitud de 
arbitraje las partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre la forma del mismo, 
cualquiera de las partes podrá someter la controversia a la Corte Internacional de 
Justicia, mediante una solicitud presentada de conformidad con el Estatuto de la 
Corte. 

2.  Todo Estado Parte, en el momento de la fi rma o ratifi cación de la presente 
Convención o de su adhesión a la misma, podrá declarar que no se considera 
obligado por el párrafo 1 del presente artículo. Los demás Estados Partes no 
estarán obligados por ese párrafo ante ningún Estado Parte que haya formulado 
esa reserva. 

3.  Todo Estado Parte que haya formulado la reserva prevista en el párrafo 2 del 
presente artículo podrá retirarla en cualquier momento notifi cándolo al Secretario 
General de las Naciones Unidas.

Artículo 30
La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y 

ruso son igualmente auténticos, se depositarán en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas. 

En testimonio de lo cual, los infrascritos, debidamente autorizados, fi rman la 
presente Convención.



Convención
Interamericana para
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Convención Interamericana para Prevenir
Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer

“Convención de Belém do Pará” 
(Adoptada en Belém do Pará, Brasil, el 9 de junio de 1994,

en el vigésimo cuarto período ordinario de sesiones
de la Asamblea General)

Los Estados Partes de la Presente Convención,
RECONOCIENDO que el respeto irrestricto a los derechos humanos ha sido 

consagrado en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos y reafi rmado en otros instrumentos 
internacionales y regionales;

AFIRMANDO que la violencia contra la mujer constituye una violación de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales y limita total o parcialmente a la 
mujer el reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y libertades;

PREOCUPADOS porque la violencia contra la mujer es una ofensa a la dignidad 
humana y una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre 
mujeres y hombres;

RECORDANDO la Declaración sobre la Erradicación de la Violencia contra 
la Mujer, adoptada por la Vigésimoquinta Asamblea de Delegadas de la Comisión 
Interamericana de Mujeres, y afi rmando que la violencia contra la mujer transciende 
todos los sectores de la sociedad independientemente de su clase, raza o grupo étnico, 
nivel de ingresos, cultura, nivel educacional, edad o religión y afecta negativamente sus 
propias bases;

CONVENCIDOS de que la eliminación de la violencia contra la mujer es condición 
indispensable para su desarrollo individual y social y su plena e igualitaria participación 
en todas las esferas de vida, y

CONVENCIDOS de que la adopción de una convención para prevenir, sancionar 
y erradicar toda forma de violencia contra la mujer, en el ámbito de la Organización 
de los Estados Americanos, constituye una positiva contribución para proteger los 
derechos de la mujer y eliminar las situaciones de violencia que puedan afectarlas,

HAN CONVENIDO en lo siguiente:
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CAPÍTULO I
Defi nición y Ámbito de Aplicación

Artículo 1
Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la mujer 

cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento 
físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado.

Artículo 2
Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y 

psicológica:
a)  que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra 

relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el 
mismo domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato 
y abuso sexual;

b)  que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que 
comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, 
prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en 
instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y

c)  que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, dondequiera que 
ocurra.

CAPÍTULO II
Derechos Protegidos

Artículo 3
Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público 

como en el privado.

Artículo 4
Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos 

los derechos humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos regionales 
e internacionales sobre derechos humanos. Estos derechos comprenden, entre otros:

a)  el derecho a que se respete su vida;
b)  el derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral;
c)  el derecho a la libertad y a la seguridad personales;
d)  el derecho a no ser sometida a torturas;
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e)  el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que se proteja a 
su familia;

f)  el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley;
g)  el derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes, que la 

ampare contra actos que violen sus derechos;
h)  el derecho a libertad de asociación;
i) el derecho a la libertad de profesar la religión y las creencias propias dentro de la ley, y
j)  el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones publicas de su país y a 

participar en los asuntos públicos, incluyendo la toma de decisiones.
Artículo 5
Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, políticos, 

económicos, sociales y culturales y contará con la total protección de esos derechos 
consagrados en los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos. 
Los Estados Partes reconocen que la violencia contra la mujer impide y anula el 
ejercicio de esos derechos.

Artículo 6
El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros:
a)  el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación, y
b)  el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones estereotipados 

de comportamiento y prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de 
inferioridad o subordinación.

CAPÍTULO III
Deberes de los Estados

Artículo 7
Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y 

convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas 
orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente:

a)  abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar 
por que las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se 
comporten de conformidad con esta obligación;

b)  actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia 
contra la mujer;
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c)  incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las 
de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso;

d)  adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, 
intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier 
forma que atente contra su integridad o perjudique su propiedad;

e)  tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, 
para modifi car o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modifi car prácticas 
jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la 
violencia contra la mujer;

f)  establecer procedimientos legales justos y efi caces para la mujer que haya sido 
sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio 
oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos;

g)  establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar 
que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación 
del daño u otros medios de compensación justos y efi caces, y

h)  adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para 
hacer efectiva esta Convención.

Artículo 8
Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específi cas, 

inclusive programas para:
a)   fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una vida 

libre de violencia, y el derecho de la mujer a que se respeten y protejan sus 
derechos humanos;

b)  modifi car los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, 
incluyendo el diseño de programas de educación formales y no formales apropiados 
a todo nivel del proceso educativo, para contrarrestar prejuicios y costumbres 
y todo otro tipo de prácticas que se basen en la premisa de la inferioridad o 
superioridad de cualquiera de los géneros o en los papeles estereotipados para el 
hombre y la mujer que legitimizan o exacerban la violencia contra la mujer;

c)  fomentar la educación y capacitación del personal en la administración de justicia, 
policial y demás funcionarios encargados de la aplicación de la ley, así como del 
personal a cuyo cargo esté la aplicación de las políticas de prevención, sanción y 
eliminación de la violencia contra la mujer;

d)  suministrar los servicios especializados apropiados para la atención necesaria a 
la mujer objeto de violencia, por medio de entidades de los sectores público y 
privado, inclusive refugios, servicios de orientación para toda la familia, cuando 
sea del caso, y cuidado y custodia de los menores afectados;
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e)  fomentar y apoyar programas de educación gubernamentales y del sector privado 
destinados a concientizar al público sobre los problemas relacionados con la 
violencia contra la mujer, los recursos legales y la reparación que corresponda;

f)  ofrecer a la mujer objeto de violencia acceso a programas efi caces de rehabilitación y 
capacitación que le permitan participar plenamente en la vida pública, privada y social;

g)  alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices adecuadas de difusión 
que contribuyan a erradicar la violencia contra la mujer en todas sus formas y a 
realzar el respeto a la dignidad de la mujer;

h)  garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información 
pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, 
con el fi n de evaluar la efi cacia de las medidas para prevenir, sancionar y eliminar la 
violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios que sean necesarios, y

i) promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y experiencias 
y la ejecución de programas encaminados a proteger a la mujer objeto de violencia.

Artículo 9
Para la adopción de las medidas a que se refi ere este capítulo, los Estados Partes 

tendrán especialmente en cuenta la situación de vulnerabilidad a la violencia que pueda 
sufrir la mujer en razón, entre otras, de su raza o de su condición étnica, de migrante, 
refugiada o desplazada. En igual sentido se considerará a la mujer que es objeto de 
violencia cuando está embarazada, es discapacitada, menor de edad, anciana, o está 
en situación socioeconómica desfavorable o afectada por situaciones de confl ictos 
armados o de privación de su libertad.

CAPÍTULO IV
Mecanismos Interamericanos de Protección

Artículo 10
Con el propósito de proteger el derecho de la mujer a una vida libre de violencia, en 

los informes nacionales a la Comisión Interamericana de Mujeres, los Estados Partes 
deberán incluir información sobre las medidas adoptadas para prevenir y erradicar 
la violencia contra la mujer, para asistir a la mujer afectada por la violencia, así como 
sobre las difi cultades que observen en la aplicación de las mismas y los factores que 
contribuyan a la violencia contra la mujer.
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Artículo 11
Los Estados Partes en esta Convención y la Comisión Interamericana de Mujeres, 

podrán requerir a la Corte Interamericana de Derechos Humanos opinión consultiva 
sobre la interpretación de esta Convención.

Artículo 12
Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente 

reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización, puede presentar a la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos peticiones que contengan denuncias 
o quejas de violación del artículo 7 de la presente Convención por un Estado Parte, y la 
Comisión las considerará de acuerdo con las normas y los requisitos de procedimiento 
para la presentación y consideración de peticiones estipulados en la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y en el Estatuto y el Reglamento de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos.

CAPÍTULO V
Disposiciones Generales

Artículo 13
Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado como 

restricción o limitación a la legislación interna de los Estados Partes que prevea 
iguales o mayores protecciones y garantías de los derechos de la mujer y salvaguardias 
adecuadas para prevenir y erradicar la violencia contra la mujer.

Artículo 14
Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado como 

restricción o limitación a la Convención Americana sobre Derechos Humanos o a 
otras convenciones internacionales sobre la materia que prevean iguales o mayores 
protecciones relacionadas con este tema.

Artículo 15
La presente Convención está abierta a la fi rma de todos los Estados miembros de 

la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 16
La presente Convención está sujeta a ratifi cación. Los instrumentos de ratifi cación 

se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.
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Artículo 17
La presente Convención queda abierta a la adhesión de cualquier otro Estado. Los 

instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General de la Organización 
de los Estados Americanos.

Artículo 18
Los Estados podrán formular reservas a la presente Convención al momento de 

aprobarla, fi rmarla, ratifi carla o adherir a ella, siempre que:

a.  no sean incompatibles con el objeto y propósito de la Convención;

b.  no sean de carácter general y versen sobre una o más disposiciones específi cas.

Artículo 19
Cualquier Estado Parte puede someter a la Asamblea General, por conducto de la 

Comisión Interamericana de Mujeres, una propuesta de enmienda a esta Convención.

Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratifi cantes de las mismas en 
la fecha en que dos tercios de los Estados Partes hayan depositado el respectivo 
instrumento de ratifi cación. En cuanto al resto de los Estados Partes, entrarán en vigor 
en la fecha en que depositen sus respectivos instrumentos de ratifi cación.

Artículo 20
Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que rijan distintos 

sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la presente Convención 
podrán declarar, en el momento de la fi rma, ratifi cación o adhesión, que la Convención 
se aplicará a todas sus unidades territoriales o solamente a una o más de ellas.

Tales declaraciones podrán ser modifi cadas en cualquier momento mediante 
declaraciones ulteriores, que especifi carán expresamente la o las unidades territoriales 
a las que se aplicará la presente Convención. Dichas declaraciones ulteriores se 
transmitirán a la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos y 
surtirán efecto treinta días después de recibidas.

Artículo 21
La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en 

que se haya depositado el segundo instrumento de ratifi cación. Para cada Estado que 
ratifi que o adhiera a la Convención después de haber sido depositado el segundo 
instrumento de ratifi cación, entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que 
tal Estado haya depositado su instrumento de ratifi cación o adhesión.

Artículo 22
El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la Organización 

de los Estados Americanos de la entrada en vigor de la Convención.
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Artículo 23
El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos presentará 

un informe anual a los Estados miembros de la Organización sobre el estado de esta 
Convención, inclusive sobre las fi rmas, depósitos de instrumentos de ratifi cación, 
adhesión o declaraciones, así como las reservas que hubieren presentado los Estados 
Partes y, en su caso, el informe sobre las mismas.

Artículo 24
La presente Convención regirá indefi nidamente, pero cualquiera de los Estados 

Partes podrá denunciarla mediante el depósito de un instrumento con ese fi n en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. Un año después a 
partir de la fecha del depósito del instrumento de denuncia, la Convención cesará en 
sus efectos para el Estado denunciante, quedando subsistente para los demás Estados 
Partes.

Artículo 25
El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, francés, 

inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General 
de la Organización de los Estados Americanos, la que enviará copia certifi cada de 
su texto para su registro y publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, de 
conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas.

EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente 
autorizados por sus respectivos gobiernos, fi rman el presente Convenio, que se llamará 
“Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y erradicar la Violencia contra 
la Mujer “Convención de Belém do Pará”.

HECHA EN LA CIUDAD DE BELEM DO PARÁ, BRASIL, el nueve de 
junio de mil novecientos noventa y cuatro.

A-61: CONVENCION INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR
Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER
“CONVENCION DE BELÉM DO PARA”

(Adoptado en Belém do Pará, Brasil, el 9 de junio de 1994,
en el vigésimo cuarto período ordinario de sesiones de la Asamblea General)
ENTRADA EN VIGOR: 5 de marzo de 1995

DEPOSITARIO:  Secretaría General OEA (Instrumento original y 
ratifi caciones).
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Ley Contra la Violencia Intrafamiliar
Decreto No. 902

La Asamblea Legislativa de la República de El Salvador,
Considerando:
I.-  Que la Constitución de la República en su artículo 32, reconoce a la Familia como base 

fundamental de la sociedad, y el Estado está en la obligación de dictar la legislación 
necesaria para su protección y crear los organismos y servicios apropiados para su 
integración, bienestar y desarrollo, social, cultural y económico;

II.-  Que corresponde al Estado adecuar la legislación interna a los Tratados y 
Convenciones internacionales referidos a la familia, la mujer y el niño, a fi n de 
dar cumplimiento al artículo 144 de la Constitución de la República;

III.-  Que la violencia cometida por o contra alguno de los miembros de la familia, 
constituye una agresión constante al derecho a la vida libre de temor, a la integridad 
física, psíquica, moral y sexual de la persona humana y de su dignidad y seguridad;

IV.-  Que la violencia intrafamiliar es un fenómeno social complejo que ha 
permanecido oculto, lo que ha posibilitado la impunidad del infractor y la 
desprotección de la víctima; y

V.-  Que para prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar y enfrentarla en 
toda su magnitud, es conveniente dictar la legislación necesaria y adecuada.

Por tanto,
en uso de sus facultades constitucionales y a iniciativa de los Diputados Mercedes Gloria 

Salguero Gross, Julio Antonio Gamero Quintanilla, José Rafael Machuca Zelaya, Alfonso 
Aristides Alvarenga, Ana Guadalupe Martínez Menéndez, Carmen Elena Calderón de 
Escalón, Walter René Araujo Morales, José Eduardo Sancho Castaneda, Gustavo Rogelio 
Salinas Olmedo, David Acuña, Herbert Mauricio Aguilar Zepeda, Amado; Aguiluz Aguiluz, 
Alex René Aguirre Guevara, Sonia del Carmen Aguiñada C., Selin Ernesto Alabí Mendoza, 
José Gilberto Alegría Morales, José Merzan López, Alfredo Arbizú Zelaya, Oscar Armando 
Salinas, Arturo Argumedo, Juan Antonio Ascencio Oliva, José Ramón Benítez, Félix 
Blanco, Jorge Alberto Carranza Alvarez, José Armando Cienfuegos Mendoza, Luis Alberto 
Cruz, Eugenio Chicas Martínez, Jorge Augusto Díaz Rivas, Elí Avileo Díaz, Juan Duch 
Martínez, Miguel Antonio Espinal, Hermes Alcides Flores, Francisco Guillermo Flores 
Pérez, José Víctor García, Josefi na de Maza, Norma Fidelia Guevara de Ramirios, José 
Dagoberto Gutiérrez Linares, José Alejandro Herrera Sánchez, Joaquín Edilberto Iraheta, 
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Franciscco Alberto Jovel Urquilla, José Roberto Larios Rodríguez, Rodolfo Antonio 
Herrera, Ricardo Adolfo León Mejía, Eduardo Alfonso Linares, Osmin López 
Escalante, Francisco Roberto Lorenzana Durán, José Vicente Machado Salgado, 
José Abel Laguardia Pineda, Alejandro Dagoberto Marroquín, Juan Ramón Medrano 
Guzmán, Francisco Emilio Mena Sandoval, José Tomás Mejía Castillo, José Gabriel 
Murillo Duarte, Salvador Horacio Orellana Alvarez, Carlos Díaz, Oscar Samuel Ortíz 
Ascencio, Ovidio Palomo Cristales, Lorena Guadalupe Peña Mendoza, David Pereira 
Rivera, Mauricio Quinteros, Rolando Isabel Portal, Norman Noel Quijano González, 
Reynaldo Quintanilla Prado, Manuel Orlando Quinteros, Fidel Dolores Recinos 
Alas, Julio César Regalado Cuéllar, Mauricio Enrique Retana, Alejandro Rivera, René 
Oswaldo Rodríguez, Salvador Antonio Rosales Aguilar, Miguel Angel Sáenz Varela, 
Roberto Serrano Alfaro, Gerardo Antonio Suvillaga, Rodolfo Ernesto Varela Méndez, 
María Marta Concepción Valladares, René de Jesús Rivas, Ernesto Antonio Velásquez 
Pineda, Roberto Edmundo Viera Díaz, Jorge Alberto Villacorta Rosa Mélida Villatoro 
Benítez, Edgardo Humberto Zelaya Dávila, José Dolores Zelaya Mendoza, Carlos 
Valentín Zelaya Seeligman, Manuel Ernesto Iraheta;

DECRETA la siguiente:
Ley Contra la Violencia Intrafamiliar 

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

Fines
Art. 1.- La presente Ley tiene los siguientes fi nes:

a)  Establecer los mecanismos adecuados para prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia intrafamiliar, en las relaciones de los miembros de la familia o 
en cualquier otra relación interpersonal de dichos miembros, sea que éstos 
compartan o no la misma vivienda;

b)  Aplicar las medidas preventivas, cautelares y de protección necesarias para 
garantizar la vida, integridad y dignidad de las víctimas de la violencia intrafamiliar;

c)  Regular las medidas de rehabilitación para los ofensores; y,

d)  Proteger de forma especial a las víctimas de violencia en las relaciones de pareja, de 
niños y niñas, adolescentes, personas adultas mayores y personas discapacitadas. 
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Esta protección especial es necesaria para disminuir la desigualdad de poder que 
exista entre las personas que constituyen una familia y tomar en cuenta la especial 
situación de cada una de ellas. (1)

Para los efectos de esta ley se entienden por familiares las relaciones entre, 
cónyuges, ex- cónyuges, convivientes, ex-convivientes, ascendientes, descendientes, 
parientes colaterales por consanguinidad, afi nidad, adopción, los sujetos a tutela o 
guarda, así como cualquier otra, relación interpersonal que pueda generar este tipo 
de violencia.

Principios Rectores
Art. 2.- En la aplicación e interpretación de la presente ley, deberá tenerse en cuenta 

los siguientes principios:

a)  El respeto a la vida, a la dignidad e integridad física, psicológica y sexual de la 
persona;

b)  La igualdad de derechos del hombre, de la mujer y de los hijos e hijas;

c)  El derecho a una vida digna libre de violencia, en el ámbito público como en el ámbito 
privado;

d)  La protección de la familia y de cada una de las personas que la constituyen; y,

e)  Los demás principios contenidos en las convenciones y tratados internacionales 
y la legislación de familia vigente.

Concepto y Formas de Violencia Intrafamiliar
Art. 3.- Constituye violencia intrafamiliar, cualquier acción u omisión, directa o 

indirecta que cause daño, sufrimiento físico, sexual, psicológico o muerte a las personas 
integrantes de la familia.

Son formas de violencia intrafamiliar:
a)  Violencia psicológica: Acción u omisión directa o indirecta cuyo propósito sea 

controlar o degradar las acciones, comportamientos creencias y decisiones de otras 
personas, por medio de intimidación, manipulación, amenaza directa o indirecta, 
humillación, aislamiento o cualquier otra conducta u omisión que produzcan un 
perjuicio en la salud psicológica, la autodeterminación, el desarrollo integral y las 
posibilidades personales;

b)  Violencia física: Acciones, comportamientos u omisiones que amenazan o 
lesionan la integridad física de una persona;
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c)  Violencia sexual: Acciones que obligan a una persona a mantener contactos 
sexualizados físicos o verbales, o a participar en ellos, mediante la fuerza, intimidación, 
coerción, chantaje, soborno, manipulación, amenaza u otro mecanismo que anule o 
límite la voluntad personal. Igualmente, se considerará violencia sexual, el hecho de 
que la persona agresora obligue a la persona agredida a realizar alguno de estos actos 
con terceras personas.

d)  Violencia patrimonial: Acción u omisión de quien afecte o impida la atención 
adecuada de las necesidades de la familia o alguna de las personas a que se refi ere la 
presente Ley; daña, pierde, sustrae, destruye, retiene, distrae o se apropia de objetos, 
instrumentos o bienes. (1)

Alcance de la Ley
Art. 4.- Esta ley se aplicará preventivamente y sancionará los hechos de violencia 

intrafamiliar, sin perjuicio de la responsabilidad penal.

Aplicación
Art. 5.- Para el cumplimiento de la presente Ley intervendrán los Tribunales de 

Familia y de Paz, el Ministerio Público, el Ministerio de Gobernación, el Instituto 
Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer y las Instituciones Gubernamentales que 
velan por la familia, las mujeres, los niños, las niñas y adolescentes, las personas con 
discapacidad y las personas adultas mayores. (1)

CAPÍTULO II
POLÍTICAS DEL ESTADO PARA LA PREVENCIÓN 

DE LA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR
Objetivos de las Políticas
Art. 6.- Es obligación del Estado prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar 

y con esa fi nalidad se desarrollarán las siguientes acciones:

a)  Incorporar en la formación escolar, académica técnica formal y no formal, la 
enseñanza de los valores éticos, cívicos y sociales; el respeto a la dignidad de la persona 
humana, a los derechos y deberes de los integrantes de la familia, los niños y niñas, 
personas discapacitadas; y las personas adultas mayores conforme lo establecido en 
la legislación vigente y los instrumentos internacionales ratifi cados por El Salvador;

b)  Realizar campañas de difusión, con el propósito de sensibilizar a la sociedad 
sobre la problemática social antes señalada, divulgar los alcances de la presente 
ley y pronunciarse en contra de los actos de violencia intrafamiliar;
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c)  Promover el estudio e investigación de las causas y consecuencias de la violencia 
intrafamiliar, sus indicadores, su dinámica y la forma de prevenirla. (1)

d)  Establecer mecanismos legales efi caces para atender a las víctimas de violencia 
intrafamiliar, mediante procedimientos sencillos, ágiles y libres de formalismo 
que posibiliten la adopción de medidas cautelares;

e)  Promover la participación activa de entidades públicas y de organizaciones de la 
sociedad civil dedicadas a la protección de la infancia, de la familia, de la mujer, de 
las personas discapacitadas y de las personas adultas mayores, para el desarrollo 
de labores preventivas y de control en la ejecución de las medidas cautelares y 
de protección a las víctimas de violencia intrafamiliar y la rehabilitación de los 
ofensores;

f)  Crear dentro de la Policía Nacional Civil una División especializada en la atención 
y manejo de los casos de violencia intrafamiliar y defensa de los derechos 
humanos; (1)

g)  Promover la capacitación del personal de instituciones involucradas en la dinámica 
de la violencia intrafamiliar; así como, de manera especial la formación permanente 
de funcionarios y peritos forenses, para que asuman un rol efi caz en la erradicación 
de la misma; (1)

 h)  Sensibilizar a los funcionarios judiciales competentes para resolver los hechos de 
violencia intrafamiliar;

i)  Incorporar a los programas de estudio de las carreras de educación superior, de 
las Universidades estatales y privadas y de la Academia Nacional de Seguridad 
Pública, la capacitación en la dinámica de la violencia intrafamiliar, así como de 
la normativa legal correspondiente, las formas de previsión y su tratamiento. (1)

Ente Rector
Art. 6-A.- El Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer, actuará como el 

ente rector encargado de diseñar, dirigir, asesorar, coordinar y velar por el cumplimiento 
de las políticas, programas, planes y proyectos referidos a la prevención y atención de 
la violencia intrafamiliar. (1)

Para el efectivo cumplimiento de su cometido el Instituto Salvadoreño para el 
Desarrollo de la Mujer, promoverá la participación de las instituciones gubernamentales 
y organizaciones no gubernamentales, gobiernos locales, empresa privada, iglesias, 
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organismos internacionales y otros; debiendo establecer, los mecanismos de 
coordinación necesarios para integrar a las diferentes instituciones del Estado y de la 
sociedad para prevenir, atender, proteger y contribuir a resolver la problemática de la 
violencia intrafamiliar. (1)

Medidas de Protección
Art. 7.- Para prevenir, sancionar y erradicar las diferentes formas de violencia 

intrafamiliar se establecen las siguientes medidas:

a)  Orden Judicial a la persona agresora de abstenerse de hostigar, perseguir, 
intimidar, amenazar o realizar otras formas de maltrato en contra de las víctimas 
de violencia o de cualquier otra persona del grupo familiar que comparta o no la 
misma vivienda;

b)  Orden Judicial a las personas intervinientes en los hechos de violencia 
denunciados de abstenerse de realizar actos de hostigamiento, intimidación, 
provocación, amenaza u otros semejantes, que puedan dar lugar o propicien la 
violencia intrafamiliar y las demás que señala la Ley Procesal de Familia;

c)  Prohibir a la persona agresora amenazar a la víctima tanto en el ámbito privado 
como en el ámbito público;

d)  Prohibir a la persona agresora, ingerir bebidas alcohólicas, estupefacientes, 
alucinógenos o sustancias que generen dependencia física o psíquica a juicio 
prudencial del juez o jueza;

e)  Orden Judicial a la persona agresora para que salga inmediatamente del domicilio 
común. Si se resiste se auxiliará de la Policía Nacional Civil;

f)  Fijarle a la persona agredida si así lo solicita, un domicilio diferente del común, 
que la proteja de agresiones futuras;

g)  Orden Judicial de allanamiento de morada, cuando por violencia intrafamiliar 
se arriesgue gravemente la integridad física, sexual, psicológica y patrimonial de 
cualquiera de sus habitantes;

h)  Suspender a la persona agresora el permiso para portar armas, mientras estén vigentes 
las medidas de protección y ordenar el decomiso de las armas que posea; (1)

i)  Suspenderle provisionalmente a la persona agresora, el cuidado personal, la 
guarda, crianza y educación de sus hijos e hijas menores de edad y su derecho de 
visita a éstos en caso de agresión; (1)
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j)  Prohibir el acceso de la persona agresora al domicilio permanente o temporal de 
la persona agredida y a su lugar de trabajo o estudio;

k)  Establecer una cuota alimenticia provisional; una vez fi jada, de ofi cio se procederá 
a su ejecución; (1)

I)  Otorgar el uso exclusivo por un plazo determinado, del menaje de la casa de 
habitación a la persona agredida. Deberán salvaguardarse especialmente la 
vivienda y el menaje amparados al régimen del patrimonio familiar;

m)  Emitir una Orden Judicial de protección y auxilio policial, dirigida a la autoridad de 
Seguridad Pública, de su vecindario. La víctima portará copia de esta orden para que 
pueda acudir a la autoridad más cercana en caso de amenaza de agresión fuera de su 
domicilio; y

n)  Cualquier otra medida prevista en el ordenamiento familiar vigente.

Inasistencia a un Acto Judicial
Art. 8.- La inasistencia a la realización de un acto judicial será sancionado con el 

equivalente de tres a diez días de salario, si no se puede determinar, la base será el 
salario mínimo vigente en el lugar y al tiempo de la Resolución. (1)

Para hacer efectiva esta sanción el Juez o Jueza notifi cará al infractor o infractora, la 
respectiva resolución, quien podrá presentar la prueba de descargo pertinente dentro 
del término de diez días hábiles. Presentada o no la prueba ofrecida se resolverá lo 
conveniente en el término de veinticuatro horas. (1)

Duración de las Medidas.
Art. 9.- La duración de las medidas preventivas, cautelares o de protección que 

se impongan a las personas agresoras, serán establecidas por el Juez o Jueza según 
las circunstancias, reincidencias y de acuerdo a las regulaciones de la Ley Procesal de 
Familia. (1)

Cuando las medidas hubieren caducado y no se prorroguen ofi ciosamente, la víctima 
tendrá derecho a solicitar se decreten otras o se prorroguen las ya decretadas. (1)

La solicitud corresponderá tomarla al Tribunal de turno competente; cuando no 
fuere posible hacerlo ante el Tribunal que conoce el caso, y en la misma se hará constar 
si éstas ya se habían decretado anteriormente, así como el Tribunal que las dictó para 
efecto de acumulación según el caso. (1)
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CAPÍTULO III 
PROCEDIMIENTO 

Sección Primera Intervención Policial
Aviso a la Policía Nacional Civil
Art. 10.- Siempre que la Policía Nacional Civil, tenga conocimiento o recibiere aviso que 

una persona es víctima de violencia intrafamiliar, deberá tomar las medidas necesarias para 
evitar que dicha persona sea maltratada y deberá realizar las gestiones siguientes:

a)  Si la víctima manifi esta que ha sufrido golpes o heridas aunque no sean: visibles, 
daños emocionales o cuando se encontrare inconsciente, o en cualquier caso que 
requieran atención médica, deberá auxiliarla y hará los arreglos necesarios para 
que reciba el tratamiento médico que necesite y le proveerá el transporte hasta 
un centro de atención o servicio médico, donde pueda ser atendida; (1)

b)  Si la víctima o familiares manifi estan preocupación por su seguridad personal, 
de la de sus hijos, hijas o cualquier otro miembro de la familia, deberá hacer 
los arreglos necesarios para conducirlos a un lugar adecuado, donde puedan ser 
atendidos;

c)  Asesorar a Ia víctima de violencia intrafamiliar sobre la importancia de preservar 
las evidencias;

d)  Proveerá a la víctima de información sobre los derechos que esta ley le confi ere 
y sobre los servicios gubernamentales o privados, disponibles para las víctimas 
de violencia intrafamiliar; y,

e)  Detendrá a la presunta persona agresora si se constata la existencia y participación 
de conductas de violencia intrafamiliar, cuando los hechos constituyan otros 
delitos que sean manifestaciones derivadas de ésta y cuando se trate del delito 
de violencia intrafamiliar contemplado en el Art. 200 del Código Penal. En todo 
caso tomará las medidas pertinentes para impedir al agresor o agresora continuar 
con actos violentos y protegerá a la víctima. (1)

f)  En su deber de auxilio a las víctimas, y en aquellos casos en que la violencia 
intrafamiliar no es aún constitutiva de delito, pero si es observable una discusión 
acalorada, ambiente hostil o si el pedido de calma hecho por la Policía no es atendido 
de inmediato; la Policía Nacional Civil podrá dictar la medida de protección especial 
temporal, que consistirá en ordenar a la presunta persona agresora, que se aleje del 
lugar de los hechos, hasta por un plazo máximo de ocho horas. La desobediencia a 
esta orden, acarreará responsabilidad penal. (1)
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 Informe Policial
Art. 11.- Practicado lo dispuesto en el artículo anterior, La Policía Nacional Civil avisará de 

inmediato al Tribunal competente, acompañando dicho aviso del informe de las diligencias 
practicadas. En dicho informe se incluirá de manera concisa cualquier manifestación de la 
víctima, en cuanto a la frecuencia y severidad de los incidentes de violencia intrafamiliar; y 
además, deberá informarse sobre la adopción de la medida especial de protección temporal 
a favor de la víctima, cuando se hubiere hecho uso de ella. (1)

Si se hubiere detenido a una persona en fl agrante delito, deberá procederse conforme 
el procedimiento penal. (1)

Prueba Testimonial
Art. 12.- Los agentes de la Policía Nacional Civil, podrán ser aceptados como 

testigos, si la persona agresora es capturada en fl agrancia.

Sección Segunda Intervención del Ministerio Público
Denuncia
Art. 13.- Toda persona que tenga conocimiento de un hecho constitutivo de 

violencia intrafamiliar, podrá denunciarlo o dar aviso a la Policía Nacional Civil, a 
los Tribunales competentes y a la Procuraduría General de la República. La denuncia 
podrá hacerse de manera escrita o verbal, en forma personal o a través de apoderado 
o apoderada y en la misma se podrán solicitar las medidas cautelares, preventivas o de 
protección que se estimen pertinentes. Cuando sea denuncia verbal se hará constar 
en acta. La denuncia contendrá en cuanto sea posible, la relación circunstanciada del 
hecho, con indicación de la persona agresora, perjudicados, testigos y demás elementos 
que puedan conducir a su comprobación. (1)

Obligación de dar aviso a los Funcionarios Competentes
Art. 14.- Tendrán obligación de dar aviso de los hechos constitutivos de 

violencia intrafamiliar:
a)  Los funcionarios que los conozcan en el ejercicio de sus funciones; y,

b)  Las o los médicos, farmacéuticos, enfermeros, maestros y demás personas que 
ejerzan profesiones relacionadas con la salud, la educación y la asistencia social, 
que conozcan tales hechos al prestar sus servicios dentro de su profesión. (1)

Denuncia cuando la víctima fuere Menor de Edad, Incapaz o Discapacitado
Art. 15.- Cuando la víctima fuere menor de edad, incapaz o discapacitado, los 

hechos podrán ser denunciados por sus representantes, legales, por la víctima y por 
las instituciones asistenciales, sociales y educativas, así como cualquier autoridad o 
persona que tenga conocimiento de los hechos de violencia intrafamiliar.
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Actuación de la Procuraduría General de la República
Art. 16.- La Procuraduría General de la República, cuando tenga conocimiento de 

hechos constitutivos de violencia intrafamiliar, por aviso o por denuncia presentada 
ante ella, citará a las personas en confl icto y procurará la conciliación; si lo solicita 
la víctima o si fuera procedente. Si de los hechos narrados se advierte la necesidad 
inmediata de proteger a la víctima, se solicitarán las medidas de protección pertinentes. 
Si no hubiere conciliación o está no se hubiere solicitado, se iniciará el procedimiento 
a que se refi ere la presente Ley ante el Tribunal competente. (1)

De igual manera la Procuraduría General de la República, está en la obligación de 
aportar pruebas, si se inicia el procedimiento judicial a que se refi ere la presente ley. (1)

Actuación de la Fiscalía General de la República
Art. 17.- Cuando el hecho de violencia intrafamiliar fuere constitutivo de delito, la 

Fiscalía General de la República está en la obligación de investigar y aportar pruebas en 
los procedimientos penales que se iniciaren en los tribunales correspondientes.

Remisión de Diligencias
Art. 18.- Si las personas en confl icto no concurrieron a la cita por segunda vez o 

por apremio o concurriendo, no se lograre avenirlas, los Procuradores Auxiliares del 
Procurador General de la República, deberán remitir de inmediato un informe de lo 
actuado juntamente con las diligencias respectivas al funcionario judicial competente, 
para el inicio del proceso a que se refi ere la sección tercera de este capítulo.

Visitas Periódicas a Dependencias Policiales
Art. 19.- El Procurador General de la República, el Fiscal General de la República 

y el Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos, por si o por medio de 
sus Agentes Auxiliares y Procuradores Auxiliares, visitarán mensualmente la División 
correspondiente de la Policía Nacional Civil, a efecto de conocer los hechos de violencia 
intrafamiliar investigados, con el fi n de dar un informe público estadístico cada tres 
meses y así recomendar las medidas pertinentes a las instancias correspondientes. En 
todo caso será respetada la intimidad de las personas agredidas y de la persona agresora, 
consecuentemente no deberá publicarse ningún dato que directa o indirectamente 
posibilite la identidad de las víctimas.

Sección Tercera Intervencion Judicial
Competencia
Art. 20.- Serán competentes para conocer de los procesos que se inicien conforme 

a esta ley:
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  La jurisdicción de Familia y los Jueces de Paz. 
Iniciación del Procedimiento

Art. 21.- Deberán iniciar el procedimiento los Tribunales de Paz o Familia en su 
caso, cuando mediare denuncia o aviso de la Policía Nacional Civil o de la Procuraduría 
General de la República. (1)

Asimismo, se iniciará por denuncia o aviso de la víctima y de toda persona natural 
o jurídica, instituciones u organismos sociales que velen por la mujer, la niñez, 
adolescencia, adulto mayor, representante legal de incapaces, persona que tiene a cargo 
la guarda personal del discapacitado; en los casos a que se refi ere la presente Ley, ya sea 
de forma verbal o escrita. (1)

Además podrán solicitar las medidas cautelares, preventivas o de protección que se 
consideren pertinentes. (1)

Principios Procesales
Art. 22.- En los procesos que se siguieren conforme a esta ley el juez o jueza 

respectivo, deberá aplicar los principios de oralidad, inmediación, concentración, 
celeridad, igualdad, economía, probidad y ofi ciosidad. En la valoración de la prueba, 
los Jueces aplicarán la sana crítica.

Medidas
Art. 23.- Recibidas las diligencias provenientes de la Procuraduría General de 

la República, o a petición directa de las víctimas, el Juez o Jueza deberá decretar 
inmediatamente si el caso lo requiere, las medidas cautelares, preventivas o de 
protección que estimare pertinentes. (1)

Las medidas de protección se mantendrán vigentes no obstante se inicie el 
procedimiento penal en caso de delito y el Tribunal de Paz o de Familia deberá darle el 
seguimiento correspondiente. (1)

Exámenes periciales
Art. 24.- El funcionario judicial ordenará inmediatamente cuando el caso lo requiera, 

los exámenes médico forenses por golpes externos, internos o daño psicológico a la 
víctima. Para llevarlos a cabo se auxiliará del Instituto de Medicina Legal o cualquier 
organismo gubernamental, no gubernamental o del equipo multidisciplinario adscrito 
al Tribunal de Familia o a los organismos señalados en este artículo. Y cuando lo 
considere necesario, también podrá ordenar el peritaje psicosocial de la persona 
agresora y de los niños y niñas. (1)(2)

Dictamen Pericial
Art. 25.- El dictamen pericial se expedirá por escrito y se presentará a más tardar 

dentro de las setenta y dos horas de solicitado. En el caso en que el dictamen se 
requiera con urgencia, podrá rendirse verbalmente y se asentará en acta. (1)
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Si del dictamen recibido resultare que el hecho de violencia intrafamiliar constituye 
delito, el Juez o Jueza de Familia o de Paz continuará el procedimiento para el solo 
efecto de darle cumplimiento a las medidas impuestas y certifi cará lo conducente a la 
Fiscalía General de la República para que inicie el proceso correspondiente. (1)

Señalamiento y citación de audiencia
Art. 26.- Inmediatamente de recibido el dictamen pericial y si el hecho no constituye 

delito, el Juez o Jueza citará a la víctima y al denunciado o denunciada a una audiencia 
preliminar dentro del plazo de cinco días hábiles, a fi n de conocer los hechos, en la 
que podrán o no hacerse; acompañar de apoderado o de un Procurador Auxiliar del 
Procurador General de la República. (1)

Audiencia Preliminar
Art. 27.- A la audiencia señalada concurrirán personalmente la víctima y denunciado 

pudiéndose ambos acompañar de abogado o abogada y se levantará acta.

El juez o jueza presidirá personalmente dicha audiencia y dará oportunidad en 
igualdad de condiciones a la víctima para que reafi rme, amplíe o modifi que la denuncia 
y al denunciado para que haga sus propias valoraciones, se allane a los hechos o los 
contradiga.

Después de oírlos propiciará un diálogo con los concurrentes sobre los efectos 
nocivos de la violencia intrafamiliar y sus repercusiones en la familia y propondrá 
mecanismos para evitar la repetición de los hechos constitutivos de la misma, sobre los 
cuales no procederá conciliación. (1)

También deberá hacer conciencia en el denunciado de las sanciones penales en que 
puede incurrir si la acción violenta se reitera y de las medidas en esta ley prevee para 
sancionar la violencia intrafamiliar.

Resolución
Art. 28.- En la misma audiencia el juez o jueza con base en lo expuesto por 

los comparecientes, siempre que los hechos no requieran prueba y en atención a 
compromisos que asuma el denunciado o la denunciada y acepte la víctima, resolverá:

a)  Tener por establecidos los hechos constitutivos de violencia intrafamiliar 
denunciados;

b)  Atribuir la violencia a quien o quienes la hubieren generado;(1)

c)  Imponer a la persona agresora el cumplimiento del compromiso adquirido por 
él o ella en la audiencia;

d)  Decretar las medidas de prevención, cautelares o de protección que fueren 
necesarias, si previamente no se hubieren acordado.



49

e)  Imponer a la persona agresora, la obligación de pagar a la víctima el daño 
emergente de la conducta o comportamiento violento, como los casos de 
servicios de salud, precio de medicamentos, valor de bienes y demás gastos 
derivados de la violencia ejercida; (1)

f)  Imponer al agresor o agresora tratamiento psicosocial, psiquiátrico o de grupos 
de auto ayuda especializados en violencia intrafamiliar, a través de la asistencia 
a terapias sobre violencia intrafamiliar, utilizando los diversos programas que 
desarrollan las instituciones de protección a la familia. Esta medida también 
podrá aplicarse desde el inicio del procedimiento y en todo caso se les dará 
seguimiento psicosocial. (1)(2)

 En la misma resolución se prevendrá a la persona agresora de las sanciones penales 
en que incurrirá en caso de incumplimiento o reiteración de los hechos de violencia 
intrafamiliar.

Señalamiento de la Audiencia Pública
Art. 29.- Si el denunciado o denunciada no se allanaren o los hechos requieran 

prueba, señalará audiencia para recibirla, en un plazo que no excederá de diez días 
hábiles después de la audiencia preliminar; dentro del cual se practicará la inspección e 
investigación psicosocial o cualquier otra diligencia. (1)(2)

Audiencia Pública
Art. 30.- El día señalado se recibirá en audiencia pública a las partes y en forma oral, 

las declaraciones de los y las testigos y demás pruebas, o que presenten las partes y las 
que el juez o jueza hayan ordenado.

De igual forma se evaluarán los estudios de los trabajadores sociales y dictámenes 
de los peritos. Las partes y sus abogados o abogadas podrán repreguntar directamente 
a los testigos y a los peritos.

Sentencia
Art. 31.- Producidas las pruebas ofrecidas el juez o jueza en la misma audiencia dictará 

su fallo y ordenará las medidas previstas en esta ley o absolverá de responsabilidad al 
denunciado o denunciada.

Recursos
Art. 32.- Las resoluciones pronunciadas por el juez o jueza en las que se imponga 

a la persona agresora medidas preventivas cautelares o de protección, o se absuelva 
al denunciado o denunciada serán apelables ante las Cámaras de Familia, aunque sean 
pronunciadas por un juez de paz.

El tribunal de alzada resolverá el recurso con sólo la vista del proceso, dentro de los ocho 
días hábiles después de haberlo recibido; esta resolución no admitirá recurso de casación. (1)

El recurso podrá interponerse de palabra o por escrito en el acto de la notifi cación 
o dentro de los tres días hábiles siguientes.
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Control de la Ejecución de la Sentencia
Art. 33.- Durante el transcurso del proceso y después del mismo, el juez o jueza controlará 

por el tiempo que juzgue conveniente el resultado de las medidas y decisiones adoptadas e 
impuestas en la sentencia, por intermedio del equipo multidisciplinario adscrito al Tribunal 
de Familia quien dará informes con la periodicidad que el juez o jueza les señale.(2)

Incumplimiento de la Sentencia
Art. 34.- Siempre que fuere posible constatar el incumplimiento de las medidas preventivas, 

cautelares o de protección, impuestas por el Juez o Jueza, en cualquier etapa del proceso, 
así como los compromisos acordados, librará ofi cio a la Fiscalía General de la República, 
concertifi cación de los pasajes pertinentes, para que presente el requerimiento por el delito de 
desobediencia. Sin perjuicio que la víctima pueda denunciar los hechos personalmente ante la 
misma institución o pedir el auxilio de la Policía Nacional Civil, en su caso. (1)

Comparecencia Obligatoria de Víctimas y Denunciados
Art. 35.- En el proceso judicial previsto en esta sección, será obligatoria la 

comparecencia de víctimas y denunciados a las audiencias a que fueren citados, salvo 
justo impedimento. (1)

La no comparecencia de las víctimas o de los denunciados hará incurrir a éstos en 
una multa que le impondrá el juez o jueza en dicha audiencia sin perjuicio de la facultad 
que tiene de hacerlos comparecer por apremio. (1)

Las multas se harán efectivas o se dejarán sin efecto de conformidad a lo prescrito 
en el Artículo 8 de la presente Ley. (1) 

Responsabilidad por Desobediencia Art. 36.- DEROGADO (1)

CAPÍTULO IV 
DISPOSICIONES GENERALES Y VIGENCIA

Reserva de los Procesos y Diligencias
Art. 37.- Los procesos y diligencias que se instruyan en aplicación de esta Ley, 

serán reservados excepto para las partes, abogados, abogadas, procuradores, fi scales y 
personal especializado que intervenga en los mismos.

Asistencia letrada
Art. 38.- En los procesos y diligencias que se instruyan conforme a la presente Ley, 

las partes podrán ser asistidas o no por Abogado o Abogada. (1)
Si las partes o una de ellas carecieren de recursos económicos y solicitaren asistencia 

legal al Juez o Jueza, el Estado por medio de la Procuraduría General de la República, 
les proveerá de un Procurador Específi co que los asista. (1)
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Facultad del juez o jueza
Art. 39.- Los jueces o juezas podrá hacer uso de la seguridad pública para hacer 

cumplir sus resoluciones o providencias.
Solicitud de Asistencia y acompañamiento
Art. 40.- Los Jueces o Juezas podrán solicitar colaboración a todas las entidades y 

organizaciones públicas o privadas dedicadas a la protección de la niñez, adolescencia, 
mujeres, personas adultas mayores y discapacitadas, a efecto de que se proporcione 
asistencia y acompañamiento gratuito a las víctimas afectadas por hechos de violencia 
intrafamiliar denunciados, y para que coadyuven en la aplicación de las medidas de 
protección que se impongan de conformidad a la presente Ley, al ordenamiento 
familiar, de la niñez y adolescencia. (1)

Los funcionarios judiciales y administrativos, podrán permitir con expresa voluntad 
de la víctima el acompañamiento psicológico y emocional, al denunciar el hecho y en 
las respectivas audiencias, ya sea de persona natural o de organizaciones de la sociedad 
civil que trabajen para la prevención y atención de la violencia intrafamiliar, durante el 
proceso judicial y administrativo, lo que deberá constar en acta. La víctima hará cesar dicho 
acompañamiento y sustituirlo por otra persona o institución, de la misma manera. (1)

La víctima igualmente tendrá derecho a ser asistida técnicamente por el equipo 
multidisciplinario adscrito al Tribunal de Familia, por el período establecido por éste”.(2)

Suspensión del Proceso Penal
Art. 41.- Si en el curso de un proceso penal el juez o jueza constatare que se 

trata de hechos sujetos a la aplicación de esta ley suspenderá el proceso e iniciará el 
procedimiento previsto en la Sección Tercera del Capítulo III de esta ley, si el mismo 
fuere competente. Si no lo fuere, remitirá lo actuado al juez o jueza competente. En 
todo caso, lo actuado por el juez o jueza instructor tendrá validez.

Medidas en Materia Penal
Las mismas podrán mantenerse o decretarse al dictar sentencia correspondiente 

y para asegurar su efi caz cumplimiento, los Tribunales de ambas jurisdicciones, que 
hayan intervenido en estos casos, deberán intercambiar información directa sobre el 
estado del proceso a efecto de ser considerado en su resolución judicial. (1)

A dicha resolución podrá dársele seguimiento con el apoyo de los Centros de 
Atención Psicosocial del Organo Judicial, los Equipos Multidisciplinarios adscritos a 
los Tribunales de Familia y de aquellas instituciones públicas y privadas; así como de 
organizaciones no gubernamentales que brinden atención a las personas en violencia 
intrafamiliar. (1)(2)

Prohibición de Fuero
Art. 43.- En materia de Violencia intrafamiliar no se permitirá fuero, ni privilegios 

de ningún tipo en razón del cargo.
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CAPÍTULO V
DISPOSICIONES FINALES

 Regla Supletoria
Art. 44.- En todo lo no previsto en esta ley en lo relativo a procedimientos y 

valorización de pruebas, se aplicarán las normas de la Ley Procesal de Familia y del 
Código de Procedimientos Civiles.

Vigencia
Art. 45.- La presente ley entrará en vigencia ocho días después de su publicación 

en el Diario Ofi cial.
DADO EN EL SALON AZUL DEL PALACIO LEGISLATIVO: San Salvador, 

a los veintiocho días del mes de noviembre de mil novecientos noventa y seis.
MERCEDES GLORIA SALGUERO GROSS, PRESIDENTA.

ANA GUADALUPE MARTINEZ MENENDEZ, VICEPRESIDENTA.
ALFONSO ARISTIDES ALVARENGA, VICEPRESIDENTE.
JOSE RAFAEL MACHUCA ZELAYA, VICEPRESIDENTE.

JULIO ANTONIO GAMERO QUINTANILLA, VICEPRESIDENTE.
JOSE EDUARDO SANCHO CASTAÑEDA, SECRETARIO.
GUSTAVO ROGELIO SALINAS OLMEDO, SECRETARIO.

CARMEN ELENA CALDERON DE ESCALON, SECRETARIA.
WALTER RENE ARAUJO MORALES, SECRETARIO.

RENE MARIO FIGUEROA FIGUEROA, SECRETARIO.
CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los cinco días del mes de diciembre de 

mil novecientos noventa y seis.
PUBLIQUESE, ARMANDO CALDERON SOL,
Presidente de la República.
JOSE VICENTE MACHADO SALGADO, Viceministro de Justicia, Encargado del 

Despacho.
D.L. Nº 902, del 28 de noviembre de 1996, publicado en el D.O. Nº 241, Tomo 333, 

del 20 de diciembre de 1996.
REFORMAS:
(1) D. L. N° 892, del 27 de junio del 2002, publica do en el D.O. N° 137, Tomo 356, 

del 24 de julio del 2002.
(2) D.L. No. 403, del 12 de agosto del 2004, publicado en el D.O No. 178, Tomo 

364, del 27 de septiembre del 2004
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DECRETO Nº 645
La Asamblea Legislativa de la República de El Salvador,
considerando:
I.-  Que el artículo 3 de la Constitución, establece como principio, que todas las 

personas son iguales ante la Ley, lo cual se reitera en el texto constitucional, 
donde también se indica que, para el goce de los derechos que este principio 
implica, no podrán establecerse restricciones que se basen en diferencias de 
nacionalidad, raza, sexo o religión.

II.-  Que El Salvador es Estado parte de los Tratados y Convenciones Internacionales 
y Regionales de Derechos Humanos que postulan la igualdad de los seres 
humanos en el goce de tales derechos.

III.-  Que es obligación del Estado la eliminación de todas las formas de discriminación 
que de manera directa e indirecta, impiden a las mujeres salvadoreñas el pleno 
ejercicio de la ciudadanía y el disfrute de los derechos que esta condición 
admite.

IV.-  Que a fi n de darle cumplimiento al artículo 3 de la Ley del Instituto Salvadoreño 
para el Desarrollo de la Mujer, que establece que dicha Institución tendrá por 
objeto diseñar, dirigir, ejecutar, asesorar y velar por el cumplimiento de la 
Política Nacional de la Mujer, es necesario fortalecer su marco institucional.

V.-  Que la igualdad y la equidad entre mujeres y hombres, en todas las esferas de 
la vida colectiva, son condiciones fundamentales para el logro del desarrollo, la 
gobernabilidad, la paz y la plena democracia en El Salvador.

VI.-  Que es necesario contar con un instrumento legal que desarrolle el principio 
constitucional de igualdad en forma jurídica, política, democrática y 
administrativamente pedagógica, que fundamente la Política de Estado para 
articular la acción de los Órganos Públicos a favor de la igualdad de mujeres y 
hombres de El Salvador.

POR TANTO,
en uso de sus facultades constitucionales y a iniciativa de las Diputadas y los Diputados: 

Othon Sigfrido Reyes Morales, Lorena Guadalupe Peña Mendoza, Irma Lourdes Palacios 
Vásquez, Karla Gisela Abrego Cáceres, Héctor Antonio Acevedo Moreno, Marta 
Lorena Araujo, Norma Cristina Cornejo Amaya, Blanca Noemí Coto Estrada, Rosa 
Alma Cruz de Henríquez, Nery Arely Díaz de Rivera, Emma Julia Fabián Hernández, 
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Norma Fidelia Guevara de Ramirios, Jorge Schafi k Handal Vega Silva, Rolando Mata 
Fuentes, Orestes Fredesmán Ortez Andrade, Inmar Rolando Reyes, José Mauricio Rivera, 
Jackeline Noemí Rivera Ávalos, Pedrina Rivera Hernández, Gilberto Rivera Mejia, Sonia 
Margarita Rodríguez Sigüenza, Karina Ivette Sosa de Lara, Ramón Arístides Valencia 
Arana y Margarita Velado; y con el apoyo a la misma de las Diputadas y los Diputados: Ciro 
Cruz Zepeda Peña, José Francisco Merino López, Francisco Roberto Lorenzana Durán, 
Roberto José d’Aubuisson Munguía, José Antonio Almendáriz Rivas, Ernesto Antonio 
Angulo Milla, Yohalmo Edmundo Cabrera Chacón, Darío Alejandro Chicas Argueta, José 
Álvaro Cornejo Mena, Valentín Arístides Corpeño, Carlos Cortez Hernández, Luis Alberto 
Corvera Rivas, Santos Eduviges Crespo Chávez, Carmen Elena Calderón Sol de Escalón, 
Antonio Echeverría Veliz, Margarita Escobar, Omar Arturo Escobar Oviedo, Julio César 
Fabián Pérez, Carmen Elena Figueroa Rodríguez, Santiago Flores Alfaro, Eduardo Antonio 
Gomar Morán, Ricardo Bladimir González, Rafael Antonio Jarquín Larios, Gladis Marina 
Landaverde Paredes, Benito Antonio Lara Fernández, Alejandro Dagoberto Marroquín, 
Mario Marroquín Mejía, Guillermo Francisco Mata Bennett, Misael Mejía Mejía, Guillermo 
Antonio Olivo Méndez, Rubén Orellana, Mariela Peña Pinto, Mario Antonio Ponce López, 
Gaspar Armando Portillo Benítez, Zoila Beatriz Quijada Solís, Carlos Armando Reyes 
Ramos, David Ernesto Reyes Molina, Santos Adelmo Rivas Rivas, David Rodríguez Rivera, 
Marcos Francisco Salazar Umaña, Patricia María Salazar Mejía, César Humberto Solórzano 
Dueñas, Manuel Rigoberto Soto Lazo, Enrique Alberto Luis Valdés Soto, Mario Eduardo 
Valiente Ortiz y Ana Daysi Villalobos de Cruz.

DECRETA la siguiente,
Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la 

Discriminación Contra las Mujeres

CAPÍTULO I
Garantía, Aplicación de la Ley y Principios Rectores
Art. 1.- Garantía de cumplimiento del Principio Constitucional de Igualdad

Por medio de la presente ley, el Estado ratifi ca su compromiso con la plena 
aplicación del Principio Constitucional de Igualdad de las personas y el cumplimiento 
de las obligaciones derivadas en este principio aplicables a la legislación nacional y a la 
acción efectiva de las Instituciones del Estado.

De conformidad con la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas 
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de Discriminación contra la Mujer, CEDAW, esta ley prohíbe la discriminación, de 
derecho o de hecho, directa o indirecta, contra las mujeres.

Este compromiso, expresa la voluntad política del Estado de hacer de la igualdad y 
la erradicación de la discriminación contra las mujeres, una exigencia fundamental de 
sus actuaciones en las iniciativas públicas y privadas, para que el principio constitucional 
se cumpla real y efectivamente en los hechos, como condición para el logro de una 
sociedad democrática, solidaria, justa, respetuosa de las diferencias y capaz de crear las 
condiciones de libre y pleno ejercicio de los derechos y de todas las capacidades jurídicas 
que confi ere la ciudadanía salvadoreña en todos los ámbitos del quehacer colectivo.

La garantía efectiva del Principio de Igualdad expresa que, para el Estado, mujeres y 
hombres son iguales ante la ley y equivalentes en sus condiciones humanas y ciudadanas; 
por tanto, son legítimamente, merecedoras y merecedores de igual protección de sus 
derechos por las Instituciones competentes y no podrán ser objeto de ningún tipo de 
discriminación que impida el ejercicio de tales derechos. En razón de lo anterior, las 
leyes y normas que aún mantengan disposiciones de exclusión y disminución de los 
derechos y capacidades jurídicas de las mujeres, se consideran discriminatorias a los 
efectos de la presente ley.

 Art. 2.- Objeto de la Ley

La presente ley es fundamento de la Política del Estado en la materia; y como 
tal, está obligado a su cumplimiento. Su objeto es crear las bases jurídicas explícitas 
que orientarán el diseño y ejecución de las políticas públicas que garantizarán la 
igualdad real y efectiva de mujeres y hombres, sin ningún tipo de discriminación, en el 
ejercicio y goce de los derechos consagrados legalmente. A tal fi n, la presente ley como 
fundamento de la Política del Estado:

a)  Establece los principios, propósitos y lineamientos normativos fundamentales 
que las políticas gubernamentales u otras instituciones del Estado deben 
contemplar, para asegurar las condiciones administrativas, socio políticas y 
culturales que exigen la igualdad de derecho, la igualdad de hecho y la eliminación 
de las discriminaciones entre las y los ciudadanos salvadoreños.

b)  Orienta la actuación de las instituciones nacionales y municipales responsables 
de su ejecución.

c)  Regula las iniciativas que promuevan la igualdad efectiva y la erradicación de 
discriminación en instituciones del Estado.
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Art. 3.- Ámbito de Aplicación

La presente ley es de interés social y de aplicación general e involucra a todos los 
ámbitos de la vida social, económica, política y cultural de la República de El Salvador.

Las disposiciones, derechos y obligaciones establecidas en esta ley son de aplicación 
a toda persona natural o jurídica, que se encuentre o actúe en territorio salvadoreño, 
quienes gozarán de la protección de sus derechos conforme lo establecen los acuerdos 
internacionales y las normas nacionales aplicables.

Otros entes y organizaciones de carácter estatal, independientemente de su 
naturaleza, quedarán obligados a lo que en cada caso disponga la presente ley.

Art. 4.- Alcances de la Ley

Para el cumplimiento de la presente ley, las instituciones del Estado, de acuerdo 
con sus competencias, deberán realizar acciones permanentes orientadas hacia los 
siguientes aspectos de alcance general:

1.  Eliminación de los comportamientos y funciones sociales discriminatorias, que 
la sociedad asigna a mujeres y hombres respectivamente; las cuales originan 
desigualdades en las condiciones de vida, y en el ejercicio de los derechos en 
la posición, en la valoración social de las capacidades humanas de las unas con 
respecto a los otros y en la vida pública.

2.  Lograr la igualdad de mujeres y  hombres en todas las esferas de la vida personal 
colectiva; así como, la eliminación de los factores que impiden desarrollar sus 
capacidades para   tomar decisiones sobre su vida sin limitaciones derivadas de 
patrones   culturales discriminatorios.

 3.  Desarrollar pautas de socialización de mujeres y hombres, basadas en el 
reconocimiento de la plena equivalencia humana, política, social, económica 
y cultural de ambos, en el mutuo respeto a sus diferencias de cualquier tipo; 
en el respeto de sus potencialidades y talentos personales y colectivos; en el 
reconocimiento de su corresponsabilidad y de sus contribuciones equivalentes a la 
subsistencia y supervivencia humana; de sus aportes al  desarrollo, la democracia, 
y de sus capacidades para participar en la dirección y conducción de la sociedad.

4.  Eliminación de los obstáculos al desempeño e intervención de las mujeres en 
todas las áreas del quehacer colectivo e individual y a la creación de condiciones 
que faciliten, propicien y promuevan la participación igualitaria de las mujeres y 
hombres en el pleno ejercicio de todos sus derechos.

5.  Armonización de las leyes, reglamentos, resoluciones o cualquier otro acto 
jurídico o administrativo originado  en las instituciones  del Estado que limiten 
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o nieguen los principios de igualdad, no discriminación y los derechos entre 
mujeres y hombres.

Art. 5.- Principios Rectores

La presente Ley se fundamenta en los principios de Igualdad, Equidad, No 
discriminación, Respeto a las diferencias entre hombres y mujeres, y Transversalidad.

Se reconoce la paridad como un valor y un fi n para la garantía de la democracia. Se 
considera como paridad la promoción de la participación de representación equitativa 
de mujeres y hombres en todos los ámbitos: sociales, económicos y políticos.

Art. 6.- Defi nición de los Principios Rectores

A efectos del artículo anterior, los Principios Rectores se defi nen como:

1.  Igualdad: Se entenderá como igualdad para la presente Ley:

a)  Un derecho individual y colectivo; por tal razón, su protección deberá ser exigida 
cuando su incumplimiento o violación afecte signifi cativa y negativamente el 
ejercicio de los derechos ciudadanos, en ambas circunstancias.

b)  El derecho de las y los ciudadanos a recibir, por parte de las instituciones 
del Estado, igual respeto, trato y protección de los derechos y garantías 
consagrados en la Constitución y en las leyes secundarias; así como, en las 
disposiciones incluidas en las Convenciones y Tratados Internacionales 
ratifi cados por El Salvador.

c)  La plena realización de la igualdad real a través de la protección, aplicación y 
cumplimiento de las obligaciones derivadas de los derechos establecidos en el 
ordenamiento jurídico, así como en las normas, decisiones, procedimientos, 
prácticas y acciones administrativas de las instituciones públicas del Estado.

d)  Igualdad de Oportunidades: Se refi ere a la igualdad y equiparación de las 
condiciones para la exigencia de los recursos y los benefi cios que permiten a 
cada persona acceder por sí misma, a la garantía de los derechos que establecen 
las leyes en todos los ámbitos.

e)  Igualdad de trato: Se refi ere al establecimiento de benefi cios justos y 
equivalentes, en los grupos discriminados, marginados o vulnerados a causa de 
alguna diferencia.

2.  Equidad: Son las acciones que conducen a la igualdad. Por lo cual las instituciones 
del Estado deberán hacer uso de las acciones positivas, como instrumentos de 
justicia social y como mecanismos de corrección que eliminen las discriminaciones 
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y desigualdades de hecho entre mujeres y hombres. Para el empleo de dichas 
acciones, pondrán especial atención en aquellos colectivos de mujeres en cuya 
situación y posición concurran múltiples discriminaciones.

3.  No discriminación: Se refi ere a la prohibición de la discriminación de derecho 
o de hecho, directa o indirecta, contra las mujeres; la cual se defi ne como, toda 
distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o 
por resultado menoscabar o anular el ejercicio por las mujeres, de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales en todas las esferas, con independencia 
de sus condiciones socio económicas, étnicas, culturales, políticas y personales 
de cualquier índole.

La discriminación será:

a)  Directa: Cuando por razón de sexo, la persona o el colectivo afectado ha sido 
tratado en desventaja frente a otro.

b)  Indirecta: Cuando por razón de sexo, una norma, disposición, criterio o práctica 
produzca desventajas para las mujeres respecto de los hombres, aun cuando en 
su texto no exprese discriminación directa.

4.  Respeto a las diferencias entre hombres y mujeres: Se entenderá como el derecho 
de las personas a vivir legítimamente y en igualdad de derechos ciudadanos, sin 
discriminaciones basadas en características biológicas, de género, preferencias 
ideológicas y culturales, así como las que se derivan de necesidades e intereses 
específi cos de género de mujeres y hombres. En tal sentido, no son admisibles 
excepciones al principio de igualdad que den lugar a actos discriminatorios.

5.  Transversalidad: Se entenderá como el enfoque estratégico que tiene como 
fi nalidad la integración igualitaria de las necesidades, intereses, experiencias y 
contribuciones de mujeres y hombres en las leyes, políticas y ejecutorias de las 
instituciones del Estado y en otras organizaciones mencionadas en esta ley.

 Art. 7.- Organismo Rector

El Organismo Rector para promover y apoyar la implementación de la presente ley 
en todas las instancias del Estado, es el Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de 
la Mujer, en adelante ISDEMU, que deberá adecuar sus funciones para garantizar el 
cumplimiento de la misma.
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Para lograr que su desempeño sea efi ciente, el Estado deberá fortalecerlo política, 
administrativa y técnicamente; así como, dotarlo de los recursos estructurales y 
fi nancieros necesarios para su funcionamiento.

Art. 8.- Funciones del Organismo Rector

Son funciones del ISDEMU:

1)  Elaborar un “Plan Nacional de Igualdad” que contenga los lineamientos de 
la Política de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación, que dé 
cumplimiento a la presente ley.

2)  Evaluar, diseñar, proponer y apoyar iniciativas dentro del orden institucional del 
Estado y de la sociedad, que conduzcan a la construcción y consolidación de una 
cultura social y política de erradicación de la discriminación de género y a favor 
de la igualdad y equidad.

3)  Proponer y coordinar la incorporación sistemática del Principio de Transversalidad 
de la igualdad y no discriminación, en el diseño y formulación de las políticas 
públicas en las instituciones del Estado.

4)  Cooperar técnicamente con el fortalecimiento de las instancias públicas obligadas 
a su protección y vigilancia.

5)  Dar seguimiento y participar coordinadamente con los organismos responsables, 
en el cumplimiento de los compromisos regionales e internacionales contraídos 
por el Estado, relacionados con la salvaguarda de la igualdad y de los derechos 
de las mujeres.

6)  Contribuir a la concientización amplia en la población sobre la importancia 
que, para el desarrollo social, el crecimiento económico, la gobernabilidad y la 
democracia, sólo se logra con el ejercicio pleno de los derechos de las mujeres.

7)  Promover, difundir y fomentar el conocimiento y sensibilización de la presente 
ley, en el sector público y privado.

8)  Velar por el estricto cumplimiento de la presente ley, promoviendo en su caso la 
investigación correspondiente, en los casos de incumplimiento de la misma, a fi n 
de determinar las recomendaciones pertinentes y las sanciones respectivas.
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 CAPÍTULO II
Instrumentos de las Políticas de Igualdad y

 Erradicación de la Discriminación
Art. 9.- Alcance del Principio de Transversalidad

En cumplimiento de compromisos regionales e internacionales contraídos por el 
Estado en materia de políticas de igualdad y erradicación de la discriminación, las 
instituciones del Estado deberán integrar los Principios de Igualdad y No discriminación 
en todas las políticas, normativas, procedimientos y acciones desarrolladas en el ejercicio 
de sus respectivas competencias, por lo que están obligados por tales compromisos, a 
aplicar la estrategia metodológica de transversalidad del enfoque de género.

Art.  10.-  Criterios  de Aplicación del Principio de Transversalidad en la 
Actuación de las

Instituciones del Estado

Son criterios de aplicación los siguientes:

a)  La perspectiva conceptual, metodológica y técnica del enfoque de género, cuyo 
objetivo es descubrir y reconocer las desigualdades y discriminaciones existentes 
entre las personas, creadas sobre la base de las diferencias sexuales, y que 
produzcan desventajas, para mujeres o para los hombres, en el disfrute de los 
derechos ciudadanos en todos los ámbitos de la sociedad.

b)  La estrategia de transversalidad del enfoque de género, se aplicará de forma 
progresiva y coordinada en el diseño, implementación, seguimiento y evaluación 
de las políticas públicas estatales y de otros instrumentos, procedimientos, 
mecanismos y normativas en las instituciones del Estado.

Art. 11.- De la Coordinación de las Instituciones del Estado

El ISDEMU, como organismo rector, velará por el cumplimiento de la aplicación de 
la estrategia de transversalidad de los Principios Rectores de esta ley, de la coordinación 
entre las instituciones y de la formulación y evaluación de los Planes de Igualdad.

Para el cumplimiento de esta obligación, el ISDEMU desarrollará las siguientes acciones:

a)  Promover y apoyar la creación de mecanismos de coordinación institucionales 
para garantizar la aplicación de la transversalidad de los principios rectores 
de esta ley en la formulación y ejecución de las políticas y planes nacionales, 
descentralizados y sectoriales.
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b)  Asesorar a las instituciones del Estado en la materia objeto de esta ley.

c)  Conocer sobre situaciones de discriminación de las mujeres y emitir las 
resoluciones correspondientes, a fi n de que sean remitidas a las instancias del 
Estado competentes.

d)  Formular y proponer por las vías competentes, proyectos de ley y reglamentos que 
sean necesarios para el logro de la igualdad y la eliminación de las discriminaciones 
contra las mujeres.

 e)  Gestionar y proporcionar apoyo técnico para el establecimiento de Unidades 
de Género en las diferentes instituciones del Estado, para el logro de un 
funcionamiento coordinado en relación al cumplimiento de la presente ley.

Art. 12.-. Formulación y Evaluación de los Planes de Igualdad y Erradicación 
de la Discriminación

El gobierno, a través del ISDEMU, aprobará en cada período administrativo, un Plan 
Nacional que exprese y desarrolle de manera global y coordinada, los lineamientos de 
la política gubernamental y la estrategia general que en materia de igualdad y combate 
a la discriminación, se deba aplicar a los objetivos y acciones que orientarán la actividad 
de las instituciones del Estado. El Plan Nacional de Igualdad se fundamentará en los 
principios y mandatos que esta ley establece.

Los gobiernos locales deberán elaborar sus propios planes de igualdad dentro 
del marco de los lineamientos y objetivos del plan nacional y en coherencia con el 
desarrollo que se espera de ellos, de acuerdo con sus capacidades y autonomía.

El gobierno central y los gobiernos locales garantizarán la ejecución de los 
respectivos planes de igualdad, mediante la asignación de los recursos fi nancieros y 
administrativos necesarios.

Art. 13.- Presupuestos de Género

La presente ley establece que la elaboración de los presupuestos con enfoque de 
género, deberán tener en cuenta las diferentes necesidades de mujeres y hombres, 
para potenciar la igualdad y acciones equitativas que hagan realidad los compromisos 
gubernamentales con la equidad y la igualdad.

El Estado deberá incorporar en su presupuesto los recursos necesarios para dar 
cumplimiento a la presente ley.

La asignación presupuestaria del ISDEMU deberá contemplar los recursos 
específi cos necesarios que le permitan velar por la implementación de ésta ley.
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Art. 14.- De las Estadísticas e Indicadores

Las instituciones del Estado deberán desagregar por sexo la recopilación, análisis y 
publicación de toda la información estadística relevante para el objeto y mandatos de 
esta ley; así como, realizar los estudios y crear los instrumentos que permitan desarrollar 
indicadores que faciliten el conocimiento de las situaciones de discriminación y de 
brechas existentes en la situación y posición de mujeres y hombres en los diversos 
ámbitos de actividad de la sociedad salvadoreña para brindar fundamento objetivo a 
las políticas de igualdad.

Así mismo la Dirección General de Estadísticas y Censos del Ministerio de 
Economía, deberá incorporar la variable de sexo en todo el Sistema Estadístico 
Nacional de manera progresiva a fi n de recuperar, registrar, organizar, centralizar, 
conservar y suministrar información a quienes institucionalmente corresponda.

 Créase el Centro de Información en el Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de 
la Mujer, que en coordinación con la Dirección General de Estadísticas y Censos y las 
instituciones del Estado correspondientes, deberá diseñar un Sistema de Indicadores, 
así como recopilar, formular, sistematizar y publicar la información que reciba, a fi n 
de promover la formulación de estudios o investigaciones académicas y de Políticas 
Públicas.

Art. 15.- Erradicación del Sexismo en el Lenguaje Institucional y Social

A los efectos de esta ley, se entenderá por uso no sexista del lenguaje la utilización 
de aquellas expresiones lingüísticamente correctas sustitutivas de aquellas que, aun 
siendo correctas o no, ocultan lo femenino o lo sitúan en un plano secundario o de 
menor valor respecto al masculino.

El Estado promoverá sistemáticamente la eliminación del uso sexista del lenguaje y 
las expresiones discriminatorias contra las mujeres, en todos los mensajes de su marco 
institucional. El ISDEMU, brindará apoyo de información y formación al personal al 
servicio de las instituciones del Estado para dar cumplimiento a esta norma. También 
realizará acciones que promuevan la erradicación del uso sexista del lenguaje en la vida 
social.
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CAPÍTULO III
Promoción y Protección de la Igualdad y no Discriminación 

en el Derecho a la Educación y Participación Política
Art. 16.- Principios Generales de la Política de Igualdad y No Discriminación 

en Materia de Educación

El Estado adopta la transversalización del principio constitucional de la igualdad y 
del principio de no discriminación de las personas por razones de sexo como objetivo 
fundamental a lograr en todas las actividades educativas dentro de sus competencias. 
A tal efecto, desarrollará las acciones que garanticen la educación para la igualdad y no 
discriminación entre mujeres y hombres en todo el territorio nacional.

La promoción y protección de la igualdad en educación abarcará la adopción de 
normas explícitas, enfoques conceptuales y pedagógicos, criterios técnicos y métodos 
didácticos que garanticen la promoción de la igualdad, equidad y no discriminación 
entre mujeres y hombres en las siguientes esferas de la acción educativa:

a)  En los planes de estudio, en los contenidos curriculares y en los métodos de 
evaluación de todos los niveles, etapas, ciclos, grados y modalidades del sistema 
educativo.

b)  En la formación y en la práctica profesional del personal docente de todas las 
áreas.  

c) En los textos, publicaciones, recursos didácticos y material de apoyo docente.

d)  En los procedimientos que aseguran el acceso y permanencia dentro del sistema 
educativo.

 Art. 17.- Criterios que Orientarán la Educación para la Igualdad y no 
Discriminación de Mujeres y Hombres

El propósito de la educación para la igualdad y no discriminación de mujeres y 
hombres, deberá expresarse en las esferas de atención señaladas en el artículo anterior, 
tomando en consideración, entre otros, los criterios que se citan a continuación:

1.  Igualdad en la oferta educativa sin discriminación por género.

2.  Acceso real e igualitario de mujeres y hombres a todas las modalidades y niveles 
del sistema educativo.

3.  Eliminación de lenguajes sexistas.

4.  Reconocimiento de las contribuciones históricas de las mujeres.
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5.  Desarrollo de actitudes de co-responsabilidad de mujeres y hombres en las tareas 
de mantenimiento y cuidado del ámbito doméstico, familiar y de personas adultas 
mayores.

6.  Prevención de la violencia contra las mujeres.

7.  Promoción del respeto a las diferencias étnicas, culturales y entre hombres y 
mujeres.

8.  Eliminación de actitudes discriminatorias basadas en factores étnicos, sexuales, 
raciales, religiosos o discapacidades.

9.  Orientación vocacional en áreas no tradicionales para ambos géneros o donde 
están representados.

10.  Educación que se base en valores   y principios, y que permita la formación 
sobre responsabilidades, prevención de riesgos y auto cuidado en salud integral.

11.   Acciones positivas en el otorgamiento de becas a mujeres que por maternidad 
han tenido que retrasar sus estudios en su edad reproductiva.

12.  Igualdad en acceso a facilidades públicas: Premios y fi nanciamientos.

13.   Igualdad en las dotaciones bibliotecarias y bibliográfi cas para que recojan los 
aportes de las mujeres al acervo cultural y científi co.

No podrá impedírsele a ninguna mujer, en ninguna etapa de su ciclo educativo, 
el acceso, permanencia y fi nalización de sus estudios por razones de discriminación 
basadas en su género. Así mismo no podrá impedírsele a mujeres, por razones de 
embarazo el acceso, permanencia y fi nalización de sus estudios.

 El Ministerio de Educación conforme a las posibilidades presupuestarias, deberá 
considerar en los Programas de Becas de estudios básico, medio, superior o técnico, o 
en otros programas de apoyo formativo a las siguientes mujeres:

1)  Niñas y adolescentes que por embarazo han interrumpido su proceso educativo.

2)  Mujeres que por discapacidad, vulnerabilidad social, económica y territorial, no 
puedan accesar, permanecer y fi nalizar sus estudios.

En ambos casos el interés de continuar estudiando será expresado por parte de 
las niñas, adolescentes o mujeres previo cumplimiento de los requisitos académicos 
pertinentes.

Art. 18.- Educación Superior

El gobierno, a través del ISDEMU y del Ministerio de Educación, fomentará, sin 
vulnerar la autonomía y libertad establecida en la Ley de Educación Superior o las 
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instituciones de Educación Superior, la inclusión de la perspectiva de género en los 
planes de estudio, proyectos de investigación, otorgamiento de becas con criterios de 
igualdad de género, acceso a las carreras tradicionales y no tradicionales en igualdad de 
condiciones para mujeres y hombres, y apoyo a la mujer en su inserción laboral.

Art. 19.- Formación Profesional, Vocacional, Artística y Deportiva

Le compete al Estado:

a)  Garantizar la igualdad y no discriminación de géneros en las actividades 
correspondientes a las disciplinas deportivas y culturales, dirigidas a contribuir al 
desarrollo físico saludable, al enriquecimiento y desarrollo de talentos artísticos 
e intelectuales y al entretenimiento de mujeres y hombres.

b)  Velar por que las personas con discapacidad puedan ejercer plenamente el acceso 
a las disciplinas descritas en el literal anterior.

Art. 20.- Sobre  la Promoción de Igualdad en el Ejercicio de los Derechos 
Políticos

Se promoverán la igualdad de mujeres y hombres en el ejercicio de los derechos 
políticos, incluidos entre otros, los derechos al voto, la elegibilidad, el acceso a todas 
las instancias y niveles de toma de decisiones, así como la libertad de organización, 
participación y demás garantías civiles y políticas.

Art. 21.- Promoción de la Igualdad en las Organizaciones Políticas

Los partidos políticos legalmente establecidos, a fi n de garantizar la mayor 
participación democrática en los procesos de elección de sus autoridades y de candidatos 
y candidatas para las diferentes elecciones en que participen, promoverán acciones que 
permitan la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres establecida en esta 
ley, a fi n de asegurar la no discriminación de las mujeres en las instancias internas y de 
representación.

 Art. 22.- La Igualdad en los Procesos Electorales

Se fomentará en los procesos electorales la participación política de la mujer en 
igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, la equidad de género en el país y 
sobre las políticas públicas que las garantizan.

Art. 23.- Promoción de la Participación de Mujeres en Órganos de Dirección

Todas las instituciones y organizaciones acreditadas por el gobierno deberán 
promover y sensibilizar la participación en igualdad de oportunidades de mujeres y 
hombres en las posiciones y en los procesos de toma de decisiones, en especial en sus 
órganos de dirección.
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CAPÍTULO IV
Promoción y Protección de la Igualdad y

 no Discriminación en los Derechos 
Económicos y Laborales

Art. 24.- De la Igualdad y no Discriminación en la Participación Económica

El gobierno garantizará la igualdad y no discriminación de las mujeres en su 
participación económica, a través de los organismos directamente vinculados al 
fomento y gestión del desarrollo económico y en coordinación con los organismos 
competentes de la materia.

Realizará acciones que contribuyan a la participación activa e igualitaria de mujeres 
y hombres en las decisiones, disposición y control de los medios de producción que 
les permitan igualdad en el acceso al desarrollo económico y a las oportunidades del 
goce de sus benefi cios.

Con el propósito de potenciar la autonomía económica de las mujeres, el ISDEMU 
en alianza con los organismos competentes, gestionará la creación y fortalecimiento de 
las empresas de mujeres, mediante el desarrollo de las siguientes actividades:

a)  Procesos de formación. 

b) Asistencia técnica.

c)  Transferencia tecnológica. 

d)  Incentivos fi scales.

e)  Acceso a créditos blandos.

f) Oportunidades de comercialización.

g) Impulso a la competitividad solidaria.

El gobierno, a través del ISDEMU, promoverá y creará programas especiales para 
las mujeres que por su  condición de vulnerabilidad social, económica, cultural y 
ambiental, requieren una atención especializada; asimismo, las instituciones del Estado 
con competencia en el otorgamiento de créditos y programas de emprendimiento 
económico y las Asociaciones Cooperativas, establecerán normas explícitas que 
garanticen el trato igualitario y justo para el fomento de la autonomía económica de 
las mujeres.
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El Estado previa la califi cación correspondiente, otorgará incentivos a las 
instituciones crediticias que fomenten programas especiales de emprendimiento 
económico para las mujeres.

Art. 25.- De la Participación Igualitaria en el Empleo

El Estado deberá aplicar los siguientes lineamientos en sus políticas de empleo y 
acciones de inserción laboral, tomando en consideración la brecha entre lo rural y lo 
urbano y las condiciones de trabajo para superar desventajas para las mujeres:

a)  Incluir en las políticas de empleo las disposiciones contenidas en la presente ley, 
a fi n de lograr la igualdad en el ejercicio de los derechos laborales de mujeres y 
hombres.

b)  Los requisitos y criterios de selección de personal que se establezcan, deberán 
contemplar la igualdad de mujeres y hombres y la eliminación de cualquier sesgo 
sexista, en detrimento de la igualdad de oportunidades y la igualdad de trato.

c)  Las ofertas de empleo deberán ser anunciadas sobre la base de los requisitos 
exigibles para su desempeño, sin tener como criterio de aceptabilidad el sexo.

d)  El organismo competente en la materia de capacitación laboral y demás 
instituciones encargadas de ofrecer capacitación para el fomento del empleo o 
del mejoramiento laboral, deberán considerar la igualdad de oportunidades y 
de trato, tanto en los cupos que se asignen para estas actividades, como en los 
contenidos que se impartan.

e)  Las normativas públicas de inspección laboral deberán contener criterios de 
transversalidad enunciados en esta ley.

f)  Las y los empleadores adoptarán medidas especiales para hacer efectiva 
la existencia de plazas para mujeres y hombres, de conformidad a la Ley de 
equiparación de oportunidades para las personas con discapacidad.

g)  La eliminación de cualquier diferenciación salarial entre hombres y mujeres en 
razón del desempeño de un mismo cargo y función laboral.

h)  La promoción de normativas encaminadas a regular y homogenizar las condiciones 
laborales de las trabajadoras domésticas a fi n de que las mismas gocen de los 
benefi cios y prestaciones laborales establecidas en el Código de Trabajo.

El Estado a través de las instancias correspondientes, defi nirá y ejecutará políticas 
dirigidas a prevenir y erradicar el acoso sexual, acoso laboral y otros acosos generados 
en las relaciones laborales, en los diferentes regímenes de aplicación.
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 CAPÍTULO V
Promoción y Protección de la Igualdad y 

no Discriminación en los Derechos a la Salud y 
otros Derechos Sociales y Culturales

Art. 26.- Igualdad y no Discriminación en la Atención a la Salud  integral y a 
la Salud  Sexual y Reproductiva

El Estado adoptará la transversalización del principio constitucional de la igualdad y 
la no discriminación entre mujeres y hombres como objetivo fundamental a lograr en 
todas las actividades vinculadas a las responsabilidades públicas en salud.

El Estado, en atención a las obligaciones que le confi ere la Constitución, postula 
como derechos fundamentales en materia de salud integral, salud sexual y salud 
reproductiva: El derecho a recibir información califi cada sobre las materias vinculadas 
a estos derechos; el derecho a recibir servicios de prevención de riesgos en esta materia; 
y, el derecho a la atención integral.

El Ministerio de Salud garantizará la protección de los derechos a la salud integral, 
a la salud sexual y reproductiva, y la igualdad y equidad en el acceso y atención en los 
servicios correspondientes.

En el diseño, ejecución y evaluación de las políticas y planes de salud, se aplicarán 
los siguientes lineamientos generales:

a)  Acceso de mujeres y hombres, sin discriminación alguna y en todas las etapas de 
su vida, a información educativa, a servicios gratuitos y de buena calidad, para la 
atención de la salud integral.

b)  Acceso universal de niñas, niños, adolescentes, adultas y adultos, a información 
y educación científi ca y actualizada, adecuada al ciclo vital, oportuna, veraz, 
sufi ciente y completa sobre el ejercicio responsable de la sexualidad, auto 
cuidado y prevención de riesgos en salud sexual y salud reproductiva, así como 
acceso a los servicios públicos de información, atención preventiva y curativa 
correspondientes.

c)  Proveer información científi ca, educación, normas de higiene, prevención, 
detección y atención a riesgos en salud sexual y salud reproductiva, con especial 
consideración a las infecciones de transmisión sexual y el Virus de inmunodefi ciencia 
Humana/Síndrome de inmunodefi ciencia Adquirida (VIH- SIDA).
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d)  Garantizar servicios de salud de calidad durante la etapa de fertilización, 
implantación, embarazo, parto y puerperio a todas las mujeres, sin discriminación 
de ningún tipo, incluyendo la garantía de atención a pacientes que acudan a los 
establecimientos de salud en busca de atención oportuna, por problemas y 
situaciones que pongan en riesgo la continuidad del embarazo.

e)  Desarrollar actividades sistemáticas califi cadas y sostenidas para formar personas 
con las capacidades y habilidades que exige la oferta de estos servicios.

 Art. 27.- Reconocimiento del Trabajo Doméstico y del Cuidado

El Estado reconoce el valor económico y la contribución esencial y equivalente 
del trabajo reproductivo, doméstico y del cuidado, respecto del trabajo productivo 
remunerado.

El Estado, desarrollará de manera sostenida y permanente, políticas dirigidas 
a facilitar la corresponsabilidad de mujeres y hombres, en el ámbito del trabajo 
reproductivo y del cuidado familiar, lo cual comprende la atención de las exigencias de 
la vida doméstica y familiar.

Se comprende dentro de las actividades de trabajo Reproductivo, actividades como 
la gestación y el cuido de infantes, la preparación de alimentos, la recolección de agua, 
las compras de provisiones, los quehaceres domésticos y la atención de la salud familiar, 
incluido el cuidado y mantenimiento de la unidad doméstica y de sus miembros.

El ISDEMU, desarrollará acciones de concientización de la población sobre la 
corresponsabilidad de ambos géneros en la atención a la producción y cuidado de 
la subsistencia humana y brindará asesoría a las instituciones que lo soliciten, para el 
desarrollo de políticas de corresponsabilidad.

Art. 28.- Persona Adulta Mayor

El Estado, a través de las instancias competentes, promoverá en los organismos 
comunitarios y en los gobiernos locales medidas especiales, prestaciones y servicios de 
atención integral a las personas adultas mayores, que garanticen su seguridad social y el 
desarrollo de sus capacidades vocacionales, creativas, asociativas y educativas.

Art.  29.-  Inclusión Social de  Mujeres en  Situación de  Vulnerabilidad 
Personal, Social y Económica



72

El Estado, a través de las instancias competentes, brindará especial atención 
y establecerá entre sus prioridades la generación de capacidades de las mujeres en 
condiciones de vulnerabilidad personal por alguna discapacidad, pobreza extrema 
o condición económica, social y de género, para promover su acceso a los bienes 
y servicios que faciliten su bienestar e inserción social. Dicha garantía se otorgará 
cuando existan familias extensas o monoparentales.

Así mismo, en cumplimiento de los tratados y compromisos internacionales, les 
deberá garantizar derechos fundamentales tales como el derecho a la vida, la integridad 
física y moral, la salud, la libertad, la seguridad, al trabajo, a la propiedad y posesión y 
a ser protegida en la conservación y defensa de los mismos.

Art. 30.- De la Igualdad a la Seguridad Social

El Estado garantizará el cumplimiento efectivo de las disposiciones contenidas 
en las leyes laborales y de seguridad social relativas a la protección de las mujeres 
trabajadoras en los sectores formales de la economía y desarrollará disposiciones que 
permitan el acceso a prestaciones de seguridad social a las trabajadoras en los sectores 
informales.

 Art. 31.- Protección e Inclusión Social de Mujeres en Situación de Trata 
Interna y Transnacional

El Estado, a través de las instancias competentes, deberá desarrollar una política 
integral para la prevención, detección, atención y protección de las mujeres víctimas 
de trata interna y transnacional, así como la revisión y actualización permanente de la 
legislación sancionatoria o punitiva.

Asimismo, deberá garantizar la restitución de los derechos de las mujeres víctimas 
de trata que son explotadas y abusadas sexualmente, ya sea con fi nes económicos y 
sociales o no; y posibilitará la activación y coordinación de los mecanismos de apoyo 
comunitario que eliminen la discriminación y estigmatización de las mismas.

Art. 32.- De la Igualdad en las Políticas Ambientales

Las instituciones de Estado competentes en materia de protección ambiental, 
deberán tomar en cuenta dentro de sus políticas los efectos socio ambientales que 
generan un impacto diferenciado entre mujeres y hombres, y adoptarán e incorporarán 
los siguientes lineamientos:
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a)  Establecer criterios que velen por la igualdad de oportunidad para mujeres y 
hombres en el acceso, manejo, uso y control de los recursos naturales y del 
ambiente.

b)  Garantizar que en la formulación y ejecución de los procesos de formación, 
control, protección y en el manejo de los recursos naturales, el ambiente, la 
biodiversidad y los impactos del cambio climático, se respete la igualdad de 
oportunidades y trato para las mujeres en relación a los hombres en el acceso y 
participación en tales procesos.

c)  Desarrollar estadísticas e indicadores con enfoque de género, sensibles a la 
gestión ambiental y el impacto de las políticas ambientales en la vida de mujeres 
y hombres.

d)  Promover fi nanciamiento para proyectos administrados o co-administrados por 
mujeres, en proyectos de protección, conservación y uso racional de los recursos 
naturales que alivien la carga de trabajo de las mujeres y la pobreza de las familias.

e)  Brindar formación y sensibilización sobre los mandatos en materia de igualdad 
de género a las personas involucradas en las actividades ambientales.

Art. 33.- De la Igualdad en Materia de Vivienda y Urbanismo

El Estado deberá garantizar los mecanismos necesarios a fi n de evitar cualquier 
tipo de discriminación, en la adquisición de inmuebles para vivienda, en igualdad de 
condiciones para mujeres y hombres.

Asimismo deberá crear programas especiales para facilitar el acceso a la vivienda 
a las mujeres cuando son las únicas responsables del hogar y destinar como bien de 
familia el inmueble para vivienda.

Las Mujeres que se encuentran bajo la condición señalada en el inciso anterior y 
que laboran en el sector informal, que apliquen a los planes de vivienda social, tendrán 
derecho a un trato preferencial en cuanto a la exigencia de requisitos formales para 
accesar a dichos planes.

 Los planes de urbanismo y dotación de servicios urbanos deberán considerar las 
diferencias de las necesidades de género de mujeres y hombres en materia de acceso 
a servicios de agua, saneamiento, esparcimiento y recreación, integración familiar y 
seguridad personal.
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Art. 34.- La Igualdad en la Acción de los Medios de Comunicación y la 
Publicidad

El Estado, a través de los medios de comunicación social de titularidad pública, así 
como de aquéllos que subvencione, promoverá, sin vulnerar la libertad de expresión 
e información, la transmisión de una imagen igualitaria, plural y no estereotipada de 
las funciones de las mujeres y hombres en la sociedad; y a estos efectos, adelantará 
acciones permanentes que favorezcan:

a)  El aumento en la presencia visible y audible de las mujeres, en dichos medios 
de comunicación social, que deberán ser observadas, evaluadas y ajustadas, 
periódicamente, a fi n de eliminar prácticas discriminatorias y sexistas.

b)  La programación de campañas en los mismos medios de comunicación, destinadas 
a toda la sociedad, sobre la importancia y la necesidad de la participación cívica, 
social, económica, política y cultural de las mujeres.

c)  La utilización no sexista del lenguaje y de las imágenes, especialmente en el 
ámbito de la publicidad, así como la utilización no violenta y discriminativa del 
lenguaje y de las imágenes, especialmente en el ámbito de los programas de radio, 
televisión, espectáculos públicos, publicaciones, videos, grabaciones y todo tipo 
de audiovisual, y en todos los formatos, relativos a los medios de comunicación 
social referidos.

Art. 35.- Igualdad en Formación y Acceso a Nuevas Tecnologías

El ISDEMU, en coordinación con las Instituciones del Estado, promoverá la 
realización de campañas de sensibilización sobre la importancia del acceso de mujeres 
y de hombres a las nuevas tecnologías en condiciones de igualdad de oportunidades; 
y la transmisión, a través de los contenidos de esas nuevas tecnologías, de una imagen 
igualitaria, plural y no estereotipada de las funciones de las mujeres y de los hombres 
en la sociedad.
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CAPÍTULO VI

Participación de las Mujeres en el Desarrollo Rural

Art. 36.- Los Derechos de las Mujeres en el Desarrollo Rural

El Estado, a través de las instituciones competentes, adoptará las medidas pertinentes 
a fi n de eliminar la discriminación contra las mujeres en zonas rurales, garantizando el 
respeto a la libertad sindical, fomentando el trabajo de las Cooperativas Agropecuarias 
y Pesqueras, e incentivando la efectiva participación de las mujeres en puestos de toma 
de decisiones en las juntas directivas de estas organizaciones y su participación en los 
benefi cios de un desarrollo rural sostenible.

 Para asegurar la participación de las mujeres, se les garantizan los siguientes 
derechos:

a)  La participación en la elaboración, en la decisión y en la ejecución de los 
planes y políticas de desarrollo rural a través de los procedimientos legalmente 
establecidos.

b)  Participación e integración en organizaciones comunitarias y productivas, 
remuneración justa, indemnizaciones, benefi cios laborales y de seguridad social 
en igualdad con los hombres.

c)  El acceso de las mujeres a sistemas de apoyo agrario con la fi nalidad de promover 
la igualdad de las mismas en los benefi cios del desarrollo rural.

Art. 37.- Titularidad y Co-titularidad de las Unidades Productivas Agrarias

El Estado, a través de los Ministerios de Economía y de Agricultura y de Ganadería, 
adoptará las medidas necesarias para garantizar a la mujer en condiciones de igualdad, 
el acceso a la titularidad o co-titularidad de las unidades productivas agropecuarias y 
pesqueras.
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CAPÍTULO VII
Del Organismo Responsable de la Defensa y 

Garantía de la Igualdad y no Discriminación 
en los Derechos de las Mujeres

Art. 38.- Instancia Responsable

La Procuraduría General de la República, será la encargada de defender, garantizar 
y fomentar la igualdad y no discriminación de las mujeres, para lo cual deberá crear la 
dependencia pertinente dentro de su estructura y organización.

Art. 39.- Funciones

La dependencia creada por la Procuraduría General de la República, a efecto 
de defender, garantizar y fomentar la igualdad y no discriminación de las mujeres, 
tendrá en lo que se refi ere al cumplimiento de esta ley, como principales funciones las 
siguientes:

a)  Contribuir al cumplimiento de las leyes, reglamentos y disposiciones que amparen 
los derechos de las mujeres.

b)  Aplicar los instrumentos internacionales ratifi cados por el Estado en esta materia.

c)  Estudiar y plantear las reformas y propuestas normativas que sean necesarias 
para asegurar la defensa y protección de los derechos de las mujeres.

d)  Recibir y canalizar las denuncias formuladas por cualquier persona u organización 
y que debidamente fundamentadas en la normativa vigente, se refi eran a la 
violación o incumplimiento de la presente ley.

 e)  Brindar asistencia a las personas denunciantes a efecto de promover la mediación 
y conciliación para la solución de confl ictos, sin perjuicio de las acciones penales 
a que hubiere lugar.

f)  Brindar asistencia y representar legalmente a la persona u organización 
denunciante a efecto de ejercitar las acciones judiciales correspondientes.

g)  Elaborar anualmente un informe que registre las actividades realizadas y el grado 
de cumplimiento de la presente ley.

h)  Promover y difundir el cumplimiento y la defensa de la igualdad y la no 
discriminación en los alcances que a estos principios le confi ere la presente ley.

i)  Solicitar a las instituciones del Estado proceder a aplicar las sanciones 
contempladas en su normativa interna, en caso de acciones u omisiones que 
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constituyan infracciones administrativas a los derechos establecidos en esta ley, 
sin perjuicio de las acciones judiciales que pudiere promover en defensa de los 
mismos.

j)  Coordinar acciones con el ISDEMU, a fi n de garantizar la efectividad de las 
medidas, estrategias y normativa legal aplicable.

k)  Las derivadas del régimen legal interno de la Procuraduría General de la República. 
Para los efectos de la aplicación de la presente ley la Procuraduría General de 
la República mantendrá una relación de colaboración con la Procuraduría para 
la Defensa de los Derechos Humanos, la Fiscalía General de la República y el 
ISDEMU, la cual deberá sujetarse a las facultades y funciones de cada institución.

Disposiciones Finales y Transitorias
Art. 40.- Asignación de Recursos

Las distintas dependencias que se crean en esta ley, se implementarán conforme 
a los recursos que deberán ser aprobados en el próximo presupuesto general de la 
nación.

Art. 41.- Sanciones a las Violaciones de Derechos

Sin perjuicio de las funciones de la dependencia a la que se refi ere el artículo 39 
de esta ley, la infracción a las normas para la efectiva aplicación de la presente ley, 
será sancionada de acuerdo a las normativas disciplinarias internas de cada una de 
las instituciones del Estado, las que deberán en un plazo de seis meses, a partir de 
la entrada en vigencia de ésta ley, armonizar las mismas para establecer en ellas las 
sanciones pertinentes.

 Art. 42.- Derogatoria

Las disposiciones contempladas en la presente ley implicarán la derogatoria de las 
disposiciones establecidas en otras normas nacionales que contradigan o imposibiliten 
el ejercicio de los derechos establecidos en la misma.

Art. 43.- Regla  Supletoria

En lo no previsto en la presente ley, se aplicará lo dispuesto en la legislación vigente 
sobre la materia, en lo que fuere compatible con la naturaleza de la misma.

Art. 44.- Vigencia

El presente Decreto entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el 
Diario Ofi cial.
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DECRETO Nº 520
LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA 

DE EL SALVADOR, CONSIDERANDO:
I.-  Que la Constitución reconoce a la persona humana como el origen y el 

fi n de la actividad del Estado, que está organizado para la consecución de 
la justicia, de la seguridad jurídica y del bien común. En consecuencia es 
obligación del Estado asegurar a las personas habitantes  de la República, el 
goce de la libertad, la salud, la cultura, el bienestar económico y la justicia 
social. Así mismo, el artículo

  144, establece que los tratados internacionales celebrados por El Salvador 
con otros Estados o con organismos internacionales, constituyen leyes de la 
República.

II.-  Que mediante Decreto Legislativo Nº 430, de fecha 23 de agosto de 
1995, publicado en el Diario Ofi cial Nº 154, Tomo Nº 328, de esa misma 
fecha, se ratifi có la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra la Mujer, “Convención Belem do Pará”, la 
cual establece la obligación a los Estados parte, de incluir en su legislación 
interna normas penales, civiles y administrativas; así como, las de otra 
naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra la mujer.

III.-  Que es necesario contar con una legislación que regule de manera adecuada la 
política de detección, prevención, atención, protección, reparación y sanción, 
para la erradicación de todas las formas de violencia contra las mujeres y 
el respeto de sus derechos humanos como una obligación del Estado; se 
vuelve indispensable, la introducción de un instrumento legal que oriente 
adecuadamente, las actuaciones públicas y privadas a favor de las mujeres, y 
que garantice, una mejor calidad de vida y un adelanto en sus capacidades de 
manera integral.

IV.-  Que las violaciones de los derechos humanos derivadas de las diferentes formas de 
violencia que afectan la vida, integridad y seguridad ciudadana, tienen un impacto 
diferenciado según el género de las víctimas; ya que toda agresión perpetrada 
contra una mujer, está directamente vinculada con la desigual distribución del 
poder y con las relaciones asimétricas entre mujeres y hombres en la sociedad.
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V.-    Que las desigualdades de poder entre hombres y mujeres perpetuadas a través 
de la violencia, no le permiten a la mujeres ejercer plenamente sus derechos en 
el campo social, político, económico, cultural y familiar, negándoseles el acceso 
a una vida libre de violencia, lo cual constituye una violación de sus derechos 
humanos y libertades fundamentales; en razón de lo cual es necesario, legislar 
de manera integral a través de medidas que incluyan la detección, prevención, 
atención, protección, reparación y sanción de la violencia contra las mujeres en 
cualquiera de sus manifestaciones.

 POR TANTO,

en uso de sus facultades constitucionales, y a iniciativa de las Diputadas y Diputados: 
Lorena Guadalupe Peña Mendoza, Irma Lourdes Palacios Vásquez, Federico 
Guillermo Ávila Qüehl, Ana Lucía Baires de Martínez, Eduardo Enrique Barrientos 
Zepeda, Carmen Elena Calderón Sol de Escalón, José Alvaro Cornejo Mena, Nery 
Arely Díaz de Rivera, Margarita Escobar, Emma Julia Fabián Hernández, Carmen 
Elena Figueroa Rodríguez, Gloria Elizabeth Gómez de Salgado, Hortensia Margarita 
López Quintana, Mario Marroquín Mejía, Manuel Vicente Menjívar Esquivel, Mariella 
Peña Pinto, Sonia Margarita Rodríguez Sigüenza, Ana Silvia Romero, Sandra Marlene 
Salgado García, Rodrigo Samayoa Rivas, Manuel Rigoberto Soto Lazo, Enrique 
Alberto Luis Valdés Soto, Donato Eugenio Vaquerano Rivas, Margarita Velado; con 
adhesión a la misma de las Diputadas y Diputados: Lucía del Carmen Ayala de León, 
Patricia María Salazar Mejía, Patricia Elena Valdivieso de Gallardo; y con el apoyo a la 
misma de las Diputadas y Diputados: José Francisco Merino López, Alberto Armando 
Romero Rodríguez, Francisco Roberto Lorenzana Durán,César Humberto García 
Aguilera, Elizardo González Lovo, Roberto José d’Aubuisson Munguía, Karla Gisela 
Abrego Cáceres, Félix Agreda Chachagua, Ernesto Antonio Angulo Milla, Marta 
Lorena Araujo, José Orlando Arévalo Pineda, Fernando Alberto José Ávila Quetglas, 
Ana Lucía Baires de Martínez, Reynaldo Antonio López Cardoza, José Vidal Carrillo 
Delgado, Darío Alejandro Chicas Argueta, Norma Cristina Cornejo Amaya, Carlos 
Cortez Hernández, Blanca Noemí Coto Estrada, Rosa Alma Cruz de Henríquez, 
Ana Vilma Castro de Cabrera, Omar Arturo Escobar Oviedo, José Rinaldo Garzona 
Villeda, Medardo González Trejo, José Nelson Guardado Menjivar, Iris Marisol 
Guerra Henríquez, Norma Fidelia Guevara de Ramirios, Carlos Walter Guzman Coto, 
Gladis Marina Landaverde Paredes, Mildred Guadalupe Machado Argueta, Segundo 
Alejandro Dagoberto Marroquín, Ana Guadalupe Martínez Menéndez, Heidy 
Carolina Mira Saravia, Edgar Alfonso Montoya Martínez, Rafael Ricardo Moran Tobar, 



83

Ana Virginia Morataya Gómez, Yeimi Elizabeth Muñoz Moran, José Margarito 
Nolasco Díaz, María Irma Elizabeth Orellana Osorio, Rubén Orellana, Rafael 
Eduardo Paz Velis, Mario Antonio Ponce López, Zoila Beatriz Quijada Solís, Carlos 
René Retana Martínez, David Ernesto Reyes Molina, Javier Ernesto Reyes Palacios, 
Dolores Alberto Rivas Echeverría, Gilberto Rivera Mejía, Jackeline Noemí Rivera 
Avalos, Pedrina Rivera Hernández, Cesar René Florentín Reyes Dheming, Luis Enrique 
Salamanca Martínez, Marcos Francisco Salazar Umaña, Karina Ivette Sosa de Lara, 
Jaime Gilberto Valdez Hernández, Mario Eduardo Valiente Ortiz, Guadalupe Antonio 
Vásquez Martínez, Ana Daysi Villalobos de Cruz, Francisco José Zablah Safi e, Ciro 
Alexis Zepeda Menjivar,

DECRETA la siguiente:
LEY ESPECIAL INTEGRAL PARA  UNA VIDA LIBRE 

DE VIOLENCIA PARA  LAS MUJERES 

TÍTULO I
Garantía y Aplicación de la ley

Artículo 1.- Objeto de la Ley

CAPÍTULO I 
Disposiciones Preliminares

 La presente ley tiene por objeto establecer, reconocer y garantizar el derecho de 
las mujeres a una vida libre de violencia, por medio de Políticas Públicas orientadas 
a la detección, prevención, atención, protección, reparación y sanción de la violencia 
contra las mujeres; a fi n de proteger su derecho a la vida, la integridad física y moral, 
la libertad, la no discriminación, la dignidad, la tutela efectiva, la seguridad personal, la 
igualdad real y la equidad.

Artículo 2.- Derecho de las Mujeres a una Vida Libre  de Violencia

El derecho de las mujeres a una vida libre de violencia comprende, ser libres de toda 
forma de discriminación, ser valoradas y educadas libres de patrones estereotipados de 
comportamiento, prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad 
o subordinación.
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Así mismo, se refi ere al goce, ejercicio y protección de los derechos humanos y 
las libertades consagradas en la Constitución y en los Instrumentos Nacionales e 
Internacionales sobre la materia vigentes, incluido el derecho a:

1.  Que se respete su vida y su integridad física, psíquica y moral.

2.  Que se respete la dignidad inherente a su persona y se le brinde protección a su 
familia.

3.  La libertad y a la seguridad personal.

4.  No ser sometida a tortura o tratos humillantes.

5. La igualdad de protección ante la ley y de la ley.

6.  Un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes que la amparen 
frente a hechos que violen sus derechos.

7.  La libertad de asociación.

8.  Profesar la religión y las creencias.

9.  Participar en los asuntos públicos incluyendo los cargos públicos.

Artículo 3.- Ámbito de Aplicación
La presente ley se aplicará en benefi cio de las mujeres que se encuentren en el 

territorio nacional, sean éstas nacionales o no, o que teniendo la calidad de salvadoreñas, 
estén fuera del territorio nacional, siempre que las acciones u omisiones de que trata 
la presente ley puedan ser perseguidas con base en parámetros de extraterritorialidad.

Artículo 4.- Principios Rectores
Los principios rectores de la presente ley son:

a)  Especialización: Es el derecho a una atención diferenciada y especializada, de 
acuerdo a las necesidades y circunstancias específi cas de las mujeres y de manera 
especial, de aquellas que se encuentren en condiciones de vulnerabilidad o de 
riesgo.

b)  Favorabilidad: En caso de confl icto o duda sobre la aplicación de las 
disposiciones contenidas en la presente ley, prevalecerá la más favorable a las 
mujeres que enfrentan violencia.

 c)  Integralidad: Se refi ere a la coordinación y articulación de las Instituciones del 
Estado para la erradicación de la violencia contra la mujer.

d)  Intersectorialidad: Es el principio que fundamenta la articulación de programas, 
acciones y recursos de los diferentes sectores y actores a nivel nacional y local, 
para la detección, prevención, atención, protección y sanción, así como para la 
reparación del daño a las víctimas.
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e)  Laicidad: Se refi ere a que no puede invocarse ninguna costumbre, tradición, ni 
consideración religiosa para justifi car la violencia contra la mujer.

f)  Prioridad absoluta: Se refi ere al respeto del derecho de las mujeres a una vida 
libre de violencia, en cualquier ámbito.

Artículo 5.- Sujetos de Derechos

La presente ley se aplicará en benefi cio de las mujeres, sin distinción de edad, que se 
encuentren en el territorio nacional; para ello se prohíbe toda forma de discriminación, 
entendida ésta, como toda distinción, exclusión, restricción o diferenciación arbitraria 
basada en el sexo, la edad, identidad sexual, estado familiar, procedencia rural o urbana, 
origen étnico, condición económica, nacionalidad, religión o creencias, discapacidad 
física, psíquica o sensorial, o cualquier causa análoga, sea que provenga del Estado, de 
sus agentes o de particulares.

Artículo 6.- Sujetos Obligados

Son sujetos obligados para efectos de esta ley, toda persona natural o jurídica, que se 
encuentre o actúe en territorio salvadoreño, quienes deberán cumplir y hacer cumplir las 
disposiciones de esta ley, cualquiera que fuese su nacionalidad, domicilio o residencia.

Artículo 7.- Relaciones de Poder  o de Confi anza

Para la aplicación e interpretación de esta ley, se presume que los tipos y modalidades 
de violencia contemplados en la presente ley, tienen como origen la relación desigual 
de poder o de confi anza; en la cual, la mujer se encuentra en posición de desventaja 
respecto de los hombres, consistiendo las mismas en:

a)  Relaciones de poder:  Son las caracterizadas por la asimetría, el dominio y el 
control de una o varias personas sobre otra u otras.

b)  Relaciones de confi anza: Son las que se basan en los supuestos de lealtad, 
credibilidad, honestidad y seguridad que se establecen entre dos o más personas.

La desigualdad en las relaciones de poder o confi anza pueden subsistir, aun cuando 
haya fi nalizado el vínculo que las originó, independientemente del ámbito en que se 
hayan llevado a cabo.

 Artículo 8.- Defi niciones

Para efectos de esta ley se entenderá por:

a)  Atención Integral: Son todas las acciones para detectar, atender, proteger y 
restablecer los derechos de las mujeres que enfrentan cualquier tipo de violencia; 
para lo cual, el Estado deberá destinar los recursos humanos, logísticos y fi nancieros 
necesarios y apropiados para instaurar los servicios especializados, que garanticen 
la restitución de derechos y la anulación de riesgos o daños ulteriores.
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b)  Acoso Laboral: Es la acción de hostilidad física o psicológica, que de forma 
sistemática y recurrente, se ejerce sobre una mujer por el hecho de ser mujer en el lugar 
de trabajo, con la fi nalidad de aislar, intimidar o destruir las redes de comunicación 
de la persona que enfrenta estos hechos, dañar su reputación, desacreditar el trabajo 
realizado o perturbar u obstaculizar el ejercicio de sus labores.

c)  Desaprendizaje: Es el proceso mediante el cual una persona o grupo de 
personas, desestructura o invalida lo aprendido por considerarlo susceptible de 
cuestionamiento o inapropiado para su propio desarrollo y el de la comunidad a 
la que pertenece.

d)  Misoginia: Son las conductas de odio, implícitas o explícitas, contra todo lo 
relacionado con lo femenino tales como rechazo, aversión y desprecio contra las 
mujeres.

e)  Persona Agresora: Quien ejerce cualquiera de los tipos de violencia contra las 
mujeres, en una relación desigual de poder y en cualquiera de sus modalidades.

f)  Prevención: Son normas y políticas para reducir la violencia contra las mujeres 
interviniendo desde las causas identifi cadas de la misma, y cuyo objetivo es evitar 
su reproducción y reducir la probabilidad de aparición del problema; por tanto, 
se dirigen a transformar el entorno del riesgo y a fortalecer las habilidades y 
condiciones de las personas y comunidades para su erradicación, asegurando una 
identifi cación rápida y efi caz, así como la reducción de los impactos y secuelas 
cuando se presente el problema y reincidencia.

g)  Publicidad Sexista: Es cualquier forma de publicidad que transmita valores, 
roles, estereotipos, actitudes, conductas femeninas y masculinas, lenguaje verbal 
y no verbal, que fomenten la discriminación, subordinación, violencia y la 
misoginia.

h)  Reaprendizaje: Es el proceso a través del cual las personas, asimilan un 
conocimiento o conducta luego de su deconstrucción androcéntrica, a partir 
de una visión crítica y no tradicional como producto de las nuevas relaciones 
establecidas con su entorno social natural.

i)  Revictimizar: Son acciones que tienen como propósito o resultado causar 
sufrimiento a las víctimas directas o indirectas de los hechos de violencia 
contemplados o no en la presente  ley, mediante  acciones u omisiones  tales 
como: rechazo, indolencia, indiferencia, descalifi cación, minimización de hechos, 
retardo injustifi cado en los procesos, falta de credibilidad, culpabilización, 
desprotección, negación y falta injustifi cada de asistencia efectiva.

j)  Sexismo: Es toda discriminación que se fundamenta en la diferencia sexual 
que afecta toda relación entre seres humanos y abarca todas las dimensiones 
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cotidianas de la vida privada o pública que defi ne sentimientos, concepciones, 
actitudes y acciones.

k)  Violencia contra las Mujeres: Es cualquier acción basada en su género, que 
cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer tanto 
en el ámbito público como privado.

l)  Víctima Directa: Se refi ere a toda mujer a quien se le vulnere el derecho a 
vivir libre de violencia, independientemente de que se denuncie, individualice, 
aprehenda, enjuicie o condene a la persona agresora.

m)  Víctima Indirecta: Es toda persona a quien se le vulnere el derecho a vivir una 
vida libre de violencia o que sufra daños al intervenir para asistir a la víctima 
directa o prevenir su victimización, indistintamente del tipo de relación que 
exista entre ellas.

Artículo 9.- Tipos de Violencia

Para los efectos de la presente ley, se consideran tipos de violencia:

a)  Violencia Económica: Es toda acción u omisión de la persona agresora, que 
afecta la supervivencia económica de la mujer, la cual se manifi esta a través de 
actos encaminados a limitar, controlar o impedir el ingreso de sus percepciones 
económicas.

b)  Violencia Feminicida: Es la forma extrema de violencia de género contra las 
mujeres, producto de la violación de sus derechos humanos, en los ámbitos 
público y privado, conformada por el conjunto de conductas misóginas que 
conllevan a la impunidad social o del Estado, pudiendo culminar en feminicidio 
y en otras formas de muerte violenta de mujeres.

c)  Violencia Física: Es toda conducta que directa o indirectamente, está dirigida 
a ocasionar daño o sufrimiento físico contra la mujer, con resultado o riesgo de 
producir lesión física o daño, ejercida por quien sea o haya sido su cónyuge o 
por quien esté o haya estado ligado a ella por análoga relación de afectividad, aun 
sin convivencia. Asimismo, tendrán la consideración de actos de violencia física 
contra la mujer, los ejercidos por la persona agresora en su entorno familiar, 
social o laboral.

d) Violencia Psicológica y Emocional: Es toda conducta directa o indirecta 
que ocasione daño emocional, disminuya el autoestima, perjudique o perturbe el 
sano desarrollo de la mujer; ya sea que esta conducta sea verbal o no verbal, que 
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produzca en la mujer desvalorización o sufrimiento, mediante amenazas, exigencia 
de obediencia o sumisión, coerción, culpabilización o limitaciones de su ámbito de 
libertad, y cualquier alteración en su salud que se desencadene en la distorsión del 
concepto de sí misma, del valor como persona, de la visión del mundo o de las 
propias capacidades afectivas, ejercidas en cualquier tipo de relación.

e)  Violencia Patrimonial: Son las acciones, omisiones o conductas que afectan 
la libre disposición del patrimonio de la mujer; incluyéndose los daños a los 
bienes comunes o propios mediante la transformación, sustracción, destrucción, 
distracción, daño, pérdida, limitación, retención de objetos, documentos 
personales, bienes, valores y derechos patrimoniales. En consecuencia, serán 
nulos los actos de alzamiento, simulación de enajenación de los bienes muebles 
o inmuebles; cualquiera que sea el régimen patrimonial del matrimonio, 
incluyéndose el de la unión no matrimonial.

f)  Violencia Sexual: Es toda conducta que amenace o vulnere el derecho de 
la mujer a decidir voluntariamente su vida sexual, comprendida en ésta no 
sólo el acto sexual sino toda forma de contacto o acceso sexual, genital o no 
genital, con independencia de que la persona agresora guarde o no relación 
conyugal, de pareja, social, laboral, afectiva o de parentesco con la mujer 
víctima.

g)  Violencia Simbólica: Son mensajes, valores, iconos o signos que transmiten 
y reproducen relaciones de dominación, desigualdad y discriminación en 
las relaciones sociales que se establecen entre las personas y naturalizan la 
subordinación de la mujer en la sociedad.

Artículo 10.- Modalidades de Violencia

Para los efectos de la presente ley, se consideran modalidades de la Violencia:

a)  Violencia Comunitaria: Toda acción u omisión abusiva que a partir de actos 
individuales o colectivos transgreden los derechos fundamentales de la mujer y 
propician su denigración, discriminación, marginación o exclusión.

b)  Violencia Institucional: Es toda acción u omisión abusiva de cualquier 
servidor público, que discrimine o tenga como fi n dilatar, obstaculizar o 
impedir el goce y disfrute de los derechos y libertades fundamentales de las 
mujeres; así como, la que pretenda obstaculizar u obstaculice el acceso de 
las mujeres al disfrute de políticas públicas destinadas a prevenir, atender, 
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investigar, sancionar y erradicar las manifestaciones, tipos y modalidades de 
violencia conceptualizadas en esta ley.

c)  Violencia Laboral: Son acciones u omisiones contra las mujeres, ejercidas en 
forma repetida y que se mantiene en el tiempo en los centros de trabajo públicos 
o privados, que constituyan agresiones físicas o psicológicas atentatorias a su 
integridad, dignidad personal y profesional, que obstaculicen su acceso al empleo, 
ascenso o estabilidad en el mismo, o que quebranten el derecho a igual salario 
por igual trabajo.

Artículo 11.- Interpretación

Esta ley se interpretará y se aplicará en concordancia con las disposiciones de la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
la Mujer, la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer, la Convención sobre los Derechos del Niño, la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y su Protocolo 
para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, 
que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional y los demás Instrumentos Internacionales de Derechos 
Humanos vigentes.

CAPÍTULO II
Rectoría

Artículo 12.- Institución Rectora y su Objeto

El Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer es la Institución rectora de 
la presente ley; y su objeto es:

a)  Asegurar, vigilar y garantizar el cumplimiento y ejecución integral de la ley.

b)  Coordinar las acciones conjuntas de las instituciones de la administración pública 
para el cumplimiento de la Política Nacional para el Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia.

c)  Formular las Políticas Públicas para el Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia, a los Órganos del Estado, Instituciones Autónomas y Municipales.
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d)  Convocar en carácter consultivo o de coordinación a organizaciones de la 
sociedad civil, universidades, organismos internacionales y de cooperación.

Artículo 13.- Funciones y Atribuciones del Instituto Salvadoreño para el 
Desarrollo de la Mujer

En la presente ley el Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer, tiene las 
siguientes atribuciones:

a)  Elaborar una política marco que será la referente para el diseño de las políticas 
públicas a que se refi ere la presente ley.

b)  Presentar propuestas a las instituciones del Estado de Políticas Públicas para el 
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

c)  Aprobar, modifi car, monitorear, evaluar y velar por el cumplimiento de la Política 
Nacional para el Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, que se 
defi ne en la presente ley.

d)  Defi nir estrategias y gestionar ante la situación de emergencia nacional o local, a 
efecto de prevenir y detectar hechos de violencia contra las mujeres.

 e)  Rendir informe anual al Órgano Legislativo sobre el estado y situación de la 
violencia contra las mujeres de conformidad con esta ley y con los compromisos 
internacionales adquiridos en esta materia.

f)  Establecer mecanismos y acciones de coordinación y comunicación con los 
Órganos del Estado, Alcaldías Municipales y otras Instituciones Autónomas.

g)  Efectuar evaluaciones y recomendaciones sobre la aplicación de la presente ley.

h)  Otras acciones que sean indispensables y convenientes para el mejor desempeño 
de sus objetivos, el adecuado cumplimiento de esta ley o que se le atribuyan en 
otras leyes.

Artículo 14.- Comisión Técnica Especializada

Para garantizar la operativización de la presente ley y la de las Políticas Públicas 
para el Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, se crea la Comisión 
Técnica Especializada, cuya coordinación estará a cargo del Instituto Salvadoreño para 
el Desarrollo  de la Mujer y estará conformada por una persona representante de cada 
institución que forma parte de la junta directiva de dicho  Instituto, así como una 
persona representante de las siguientes instituciones:

a)  Órgano Judicial.

b)  Ministerio de Hacienda.
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c)  Ministerio de Gobernación.

d)  Ministerio de Relaciones Exteriores.

e)  Ministerio de Economía.

f)  Una persona designada por la Presidencia de la República. 

g) Ministerio de Agricultura y Ganadería.

Artículo 15.- Integrantes de la Comisión Técnica Especializada

Para ser integrante de la Comisión Técnica Especializada, las personas representantes 
de cada una de las instituciones, deberán cumplir con el perfi l siguiente:

a)  Demostrable honorabilidad.

b)  No haber sido condenado por delitos, en los últimos diez años. 

c)  Especialización en materia de derechos de las mujeres.

d)  Sensibilización en el respeto y cumplimiento a los derechos humanos de las mujeres.

 Las Funciones de la Comisión Técnica, se establecerán en base a un instructivo de 
trabajo formulado por las instituciones que la integran y deberá estar en concordancia 
con la Política Nacional para el Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

CAPÍTULO III

Política Nacional para el Acceso de las Mujeres 
a una Vida Libre de Violencia

Artículo 16.- Política Nacional para el Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre  de Violencia

La Política Nacional para el Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, 
en adelante Política Nacional, es el conjunto de objetivos y estrategias de naturaleza 
pública que tiene como fi nalidad garantizar el derecho de las mujeres a una Vida Libre 
de Violencia, a través de su prevención, detección, atención y protección. Su Plan de 
Acción tendrá un período de cinco años.
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Artículo 17.- Contenidos de la Política Nacional para el Acceso de las Mujeres 
a una Vida Libre de Violencia

La Política Nacional, deberá contener programas de:

a)  Detección, que tengan como fi n la identifi cación temprana y focalización 
de los factores que originan los hechos de violencia contra las mujeres 
tanto en el ámbito público como privado, estableciendo modelos de 
detección de acuerdo a los tipos y modalidades de violencia contempladas 
en la presente ley.

b)  Prevención, que tengan como fi n evitar la violencia contra las mujeres en 
cualquiera de sus tipos y modalidades, a partir del desaprendizaje de los modelos 
convencionales que históricamente han sido atribuidos a la imagen y al concepto 
de las mujeres, y del reaprendizaje de nuevos modelos basados en principios de 
igualdad, equidad, diversidad y democracia.

c)  Atención, que tengan como fi n atender, proteger y restablecer, de forma 
expedita y efi caz, los derechos de las víctimas directas e indirectas de cualquier 
tipo de violencia ejercida contra las mujeres, tanto en el ámbito público como 
privado.

d)  Protección, que tengan como fi n atender y favorecer de manera integral los 
derechos de las mujeres víctimas de violencia, ya sea que se encuentren o no en 
situación de riesgo.

e)  Erradicación de la violencia contra las mujeres, que tengan como fi n la 
desestructuración de las prácticas, conductas, normas y costumbres 
sociales y culturales que vayan en detrimento de la identidad, dignidad e 
integridad física y emocional de las mujeres, o que las sitúen en condiciones 
de vulnerabilidad.

f)  Seguridad ciudadana, a través del diseño de estrategias que promuevan espacios 
públicos seguros para las mujeres, la creación de mapas de ubicación de violencia 
territorial, redes ciudadanas nacionales y locales, así como instituciones que 
participen activamente en la detección y prevención de la violencia contra las 
mujeres.

 g)  Formación y capacitación, que facilite la inserción laboral y la generación de 
ingresos a mujeres que enfrenten hechos de violencia.

h)  Desarrollo de estudios e investigaciones  sobre violencia contra las mujeres a 
nivel nacional.
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Así mismo, la Política Nacional, para su cumplimiento e implementación deberá 
contener programas de sensibilización, conocimiento y especialización para el 
personal prestatario de servicios para la detección, prevención, atención y protección 
de los casos de violencia contra las mujeres, así como Protocolos de Actuación y 
Coordinación con las diferentes Instituciones del Estado.

Artículo 18.- Del cumplimiento y articulación de la Política Nacional para  el 
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia

Las Instituciones del Estado de acuerdo a sus competencias, deberán adoptar y 
ejecutar los programas y acciones de erradicación de la violencia contra las mujeres 
establecidas en la Política Nacional.

Artículo 19.- Participación Ciudadana

Los mecanismos de participación y representación ciudadana a nivel nacional y 
local, deberán incluir dentro de sus normativas o reglamentos, acciones para erradicar 
la violencia contra las mujeres en coherencia con la Política Nacional.

CAPÍTULO IV
Responsabilidades del Estado

Sección Primera
Responsabilidades Ministeriales

Artículo 20.- Responsabilidades en el Ámbito Educativo

El  Ministerio  de  Educación  a  través  de  los  programas  y  procesos  educativos  de 
enseñanza-aprendizaje formales y no formales, en los niveles de educación: parvulario, 
básica, media, superior y no universitaria, incluirá dentro de la obligación que tiene de 
planifi car y normar de manera integral la formación de las personas educadoras, así 
como en las actividades curriculares y extracurriculares, la promoción del derecho de 
las mujeres a vivir libre de violencia y de discriminación, así como la divulgación de las 
medidas destinadas a la prevención y erradicación de cualquier tipo de violencia contra 
las mujeres, fomentando para tal efecto las relaciones de respeto, igualdad y promoción 
de los derechos humanos de las mujeres.
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Así mismo, deberán eliminar de todos los programas educativos las normativas, 
reglamentos y materiales que promuevan directa o indirectamente cualquiera de 
las formas de violencia contra las mujeres, los esquemas de conducta, prejuicios y 
costumbres estereotipadas que promuevan, legitimen, naturalicen, invisibilicen y 
justifi quen la violencia contra las mujeres, para lo cual, el Ministerio de Educación 
deberá garantizar que los contenidos de todos los materiales que circulan dentro del 
sistema educativo cumplan con lo establecido en la presente ley.

 Las personas que ejerzan la dirección de los centros educativos públicos y privados, 
deberán adoptar las medidas necesarias para la detección y atención de los actos 
de violencia contra las mujeres dentro del ámbito escolar, de conformidad con lo 
establecido en la Política Nacional.

Artículo 21.- Educación Superior

El Ministerio de Educación, en el ámbito de Educación Superior, garantizará en 
los estudios universitarios de grado y en los programas de postgrado relacionados 
con los ámbitos de esta ley, conocimientos orientados a la prevención e investigación 
para la erradicación de la violencia contra las mujeres y el fomento de las relaciones de 
igualdad y no discriminación.

Las instituciones  de educación superior deberán reglamentar internamente las 
acciones de detección y prevención de toda forma de violencia contra la mujer.

Artículo 22.- Responsabilidades del Ministerio de Gobernación

El Ministerio de Gobernación a través de:

a)  La Dirección General de Espectáculos Públicos de Radio y Televisión, protegerá 
y defenderá, la imagen de las mujeres en el más amplio sentido conforme a 
los principios constitucionales de respeto a la dignidad humana y los derechos 
fundamentales.

  Garantizando para tal fi n, que los anunciantes, medios de comunicación y 
agencias de publicidad, incluidos los electrónicos, informáticos y telemáticos, 
cuya actividad esté sometida al ámbito de la publicidad y comunicaciones, no 
difundan contenidos, ni emitan espacios o publicidad sexista contra las mujeres, 
considerándose ésta, cuando se promueva la agresividad, malos tratos o 
discriminación contra las mujeres, la salud, la dignidad y la igualdad.

  Para el cumplimiento de lo anterior, el Ministerio de Gobernación, por medio 
de la Dirección General de Espectáculos Públicos de Radio y Televisión, 
garantizará la observancia y aplicación de los Códigos de Ética de los medios de 
comunicación.
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b)  El Sistema Nacional de Protección Civil, Prevención y Mitigación de Desastres 
a través de la Comisión Nacional de Protección Civil, Prevención y Mitigación 
de Desastres, deberá garantizar que en las situaciones de riesgo y desastre, la 
atención a las mujeres se diseñe y ejecute tomando en cuenta su condición de 
vulnerabilidad de género y las necesidades propias de su sexo, para lo cual se 
deberán incorporar acciones y medidas de prevención, atención y protección de 
las diferentes modalidades de violencia contra las mujeres, en el Plan Nacional 
de Protección Civil, Prevención y Mitigación de Desastres.

Entre otras, podrán adoptarse las medidas siguientes:

1)  Establecer espacios físicos segregados de hombres y mujeres para prevenir 
situaciones de violencia.

 2)  Atención sanitaria, médica y psicosocial que tome en cuenta el entorno de riesgo 
de violencia y necesidades específi cas de las mujeres.

3)  Exclusión de potenciales personas agresoras que muestren conductas de 
violencia, hostigamiento y acoso hacia las mujeres.

4)  Establecer procedimientos administrativos para la entrega equitativa de recursos 
acorde a las responsabilidades que afrontan las mujeres.

Artículo 23.- Responsabilidades del Ministerio de Salud  Pública y Asistencia Social

El Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, será el responsable de:

a)  Garantizar las medidas específi cas en el ámbito de los servicios de salud pública, 
para la prevención, detección temprana, atención e intervención en los casos de 
violencia contra las mujeres.

b)  Incorporar las medidas necesarias para el seguimiento y evaluación del impacto 
en la salud de las mujeres afectadas por la violencia, dando especial atención a la 
salud mental y emocional.

c)  La prevención y detección temprana de las situaciones de violencia contra las 
mujeres, será un objetivo en el ámbito de los servicios de salud pública.

d)  Garantizar la no discriminación de las mujeres en cuanto al acceso de los servicios 
de salud, así mismo, que el personal de salud no ejerza ningún tipo de violencia 
a las usuarias de los servicios, sin que anteponga sus creencias, ni prejuicios 
durante la prestación de los mismos.

e)  Registrar estadísticamente casos de violencia contra las mujeres manifestados 
a través de enfermedades, accidentes y padecimientos atendidos dentro del 
servicio de salud pública.
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f)  Elaborar un informe anual relativo al número de mujeres que han sido atendidas 
e identifi cadas en situaciones de violencia, el cual se remitirá al Comité Técnico 
Especializado y al Sistema Nacional de Datos y Estadísticas.

g)  Garantizar el cumplimiento en todo el Sistema Nacional de Salud, de las 
Normativas Internas en materia de procedimientos de atención para mujeres, así 
como, el conocimiento y acceso de las mismas a esos procedimientos.

Artículo 24.- Responsabilidades del Ministerio de Trabajo y Previsión Social

El Estado, a través del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, tanto en el sector 
público como privado, garantizará:

 a)  La realización en los centros de trabajo de acciones de sensibilización y 
prevención de cualquier  tipo de violencia contra las trabajadoras, que  afecten 
sus condiciones de acceso, promoción, retribución o formación.

b)  Que las ausencias o faltas de puntualidad al trabajo motivadas por la situación 
física o psicológica derivada de cualquier tipo de violencia, tengan la consideración 
de justifi cadas.

c)  La protección de los derechos laborales de las trabajadoras que enfrentan hechos 
de violencia.

En los casos en que las mujeres se encuentren en ciclos de violencia y procesos de 
denuncia, si así lo solicitaren, se gestionará con el patrón la reubicación temporal o 
permanente de su lugar de trabajo, en el caso de las empresas que tienen sucursales; 
así como, la reorganización de sus horarios, en los términos que se determinen en los 
Convenios Laborales, Tratados Internacionales y legislación vigente.

Artículo 25.- Creación de Unidades Institucionales de Atención Especializada 
para las Mujeres

Créanse las Unidades Institucionales de Atención Especializada para las mujeres 
que enfrentan hechos de violencia, cuya fi nalidad será brindar servicios integrales en 
condiciones higiénicas y de privacidad, con atención con calidad y calidez, con prioridad 
a la atención en crisis; así como también, asesorar e informar sobre los derechos que les 
asisten, las medidas relativas a su protección y seguridad, los servicios de emergencia 
y acogida, incluido la del lugar de prestación de estos servicios y el estado en que se 
encuentran las actuaciones jurídicas o administrativas de sus denuncias.

Existirá una unidad de atención especializada en las siguientes instituciones y en sus 
correspondientes delegaciones departamentales:
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1.  Órgano Judicial.

2.  Fiscalía General de la República.

3.  Procuraduría General de la República.

4.  Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos.

5.  Policía Nacional Civil.

6.  Instituto de Medicina Legal.

7.  Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social.

8.  Otras que tengan competencia en la materia.

El Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer será el encargado de velar 
y supervisar que la atención de las unidades sea prestada de la manera prevista en el 
inciso primero del presente artículo.

 Artículo 26.- Casas de Acogida

Créase el programa de Casas de Acogida, que estará bajo la coordinación y 
supervisión  del Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer, cuyos servicios 
podrán ser prestados, además del Estado y las municipalidades, por organizaciones no 
gubernamentales de protección a mujeres y la sociedad civil, debidamente acreditados 
por dicho Instituto, los cuales tendrán como objetivo:

a)  Atender a las mujeres y su grupo familiar afectado que se encuentran en 
riesgo y desprotección generadas por situaciones de violencia, referidas por las 
Instituciones Gubernamentales y no gubernamentales facultadas por esta ley.

b)  Asegurar el apoyo inmediato, la integridad física, emocional y la atención psicosocial.

Sección Segunda
Otras Instituciones Educadoras

Artículo 27.- Otras Instituciones

Las Instituciones del Estado directamente responsables de la detección, prevención, 
atención, protección y sanción de la violencia contra las mujeres, deberán formar 
integralmente a su personal en conocimientos sobre el derecho de las mujeres a 
una vida libre de violencia y de discriminación, así como, sobre la divulgación de las 
medidas destinadas a la prevención y erradicación de cualquier forma de violencia, 
fomentando para tal efecto las relaciones de respeto, igualdad y promoción de sus 
derechos humanos.
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Dentro de estas instituciones se encuentran comprendidas:

1.  Academia Nacional de Seguridad Pública.

2.  Consejo Nacional de la Judicatura.

3.  Fiscalía General de la República.

4.  Instituto de Medicina Legal.

5.  Procuraduría General de la República.

6.  Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos.

7.  Unidad Técnica Ejecutiva del Sector Justicia.

8.  Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social.

9.  Corte Suprema de Justicia.

10.  Escuela Penitenciaria.

11.  Asamblea Legislativa.

12.   Ministerio de Educación.

13.   Centros de Formación Municipal.

14.  Escuela Militar.

15.  Otras instituciones que lleven a cabo procesos de educación superior 
especializada, no formal.

Dichas instituciones garantizarán que la formación de su personal capacitador sea 
sistemática y especializada en la sensibilización, prevención y atención de las mujeres 
que enfrentan hechos de violencia. Dichos capacitadores, deberán conocer y transmitir 
el enfoque de género, enfatizando en las causas estructurales de la violencia contra las 
mujeres, las causas de desigualdad de relaciones de poder entre hombres y mujeres, y 
las teorías de construcción de las identidades masculinas.

Artículo 28.- Responsabilidades de Instituciones Colegiadas

El Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer, fomentará programas 
formativos con el objeto de promover la formación especializada, sensibilización 
e investigación en los colegios profesionales, entidades de desarrollo científi co, 
universidades y organizaciones no gubernamentales; en especial, de las áreas social, 
jurídica y sanitaria. Asimismo, velará para que los colectivos, facilitadores e investigadores 
desarrollen los procesos de manera efi caz y por personas que por su trayectoria, 
garanticen conocimientos y valores coherentes con los objetivos de esta ley.
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CAPÍTULO V
De los Concejos Municipales

Artículo 29.- Concejos Municipales

Los Concejos Municipales, para la aplicación de la presente ley, de acuerdo a las 
facultades y atribuciones conferidas por el Código Municipal, desarrollarán acciones 
coherentes con esta ley y con la Política Nacional, tales como:

1)  Elaborar cada tres años, el Plan Municipal para la Prevención y Atención de la 
Violencia contra las Mujeres, el cual deberá dar cumplimiento a lo establecido en 
la Política Nacional para el Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

2)  Convocar y articular a las instituciones y organizaciones locales, para generar 
acciones de coordinación, intercambio de información y colaboración para el 
cumplimiento de su Plan Municipal.

3)  Establecer dentro de su presupuesto una partida etiquetada para la ejecución 
de su Plan Municipal y rendir informe anual sobre el mismo, a los y las 
ciudadanas de sus municipios y al Instituto Salvadoreño para el Desarrollo 
de la Mujer.

 4)  Remitir al Ministerio de Justicia y Seguridad Pública, los datos y estadísticas sobre 
los casos de violencia contra las mujeres de los cuales tienen conocimiento.

Los Concejos Municipales no podrán mediar o conciliar ningún tipo o modalidad 
de violencia contra las mujeres.

CAPÍTULO VI
Sistema Nacional de Datos, Estadísticas e 

Información de Violencia Contra las Mujeres
Artículo 30.- Sistema Nacional de Datos  y Estadísticas

El Ministerio de Justicia y Seguridad Pública, será el responsable de manejar 
el Sistema Nacional de Datos, Estadísticas e Información de violencia contra 
las mujeres, en adelante Sistema Nacional de Datos y Estadísticas; que deberá 
coordinar con la Dirección General de Estadísticas y Censos. Dicha Dirección, 
será la encargada de solicitar y recibir la información del resto de instituciones que 
posean y procesen datos, estadísticas o información sobre hechos de violencia 
contra las mujeres.
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Los informes de dicho Sistema deberán contener:

1.  Sistema de indicadores.

2.  Evaluación del impacto de las políticas que se desarrollen para la erradicación de 
cualquier tipo de violencia contra las mujeres, y de las acciones que se implementen, 
para garantizar la atención integral a aquellas que la hayan enfrentado.

3.  Datos según ubicación geográfi ca de ocurrencia del hecho o hechos; así 
como, la procedencia territorial, edad, ocupación, estado familiar y nivel de 
escolaridad de las mujeres que han enfrentado hechos de violencia y de la 
persona agresora.

4.  Datos de los hechos atendidos, como tipos, ámbitos y modalidades de la violencia 
contra las mujeres, frecuencia, tipos de armas o medios utilizados para ejecutar la 
violencia, medidas otorgadas y el historial del proceso judicial.

5.  Efectos causados por la violencia contra las mujeres.

6.  Datos relativos al número de mujeres que han enfrentado hechos de violencia 
atendidas en los centros y servicios hospitalarios, educativos, centros de trabajo 
y recurrencia de los diferentes sectores de la economía.

7.  Las referencias hechas a otras instancias.

8.  Los recursos erogados para la atención de las mujeres que han enfrentado hechos 
de violencia.

9.  Otros que se consideren necesarios.

 El Ministerio de Justicia y Seguridad Pública, deberá publicar anualmente los 
resultados de la sistematización de datos sobre los hechos de violencia contra las 
mujeres, mediante la presentación de informes en medios impresos y electrónicos, los 
cuales deberán estar disponibles a solicitud de cualquier persona natural o jurídica que 
así lo requiera.

Artículo 31.-  Finalidad y  Conformación del Sistema Nacional de  Datos,   
Estadísticas  e Información de Violencia Contra las Mujeres

La fi nalidad del Sistema Nacional de Datos y Estadísticas, será garantizar la  base 
nacional de datos de hechos de violencia contra las mujeres, para lo cual deberá 
recopilar y homologar los datos estadísticos e información brindada, para cuyo efecto 
el Ministerio de Justicia y Seguridad Pública en coordinación con la Dirección General 
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de Estadísticas y Censos, tendrán la obligación de solicitar la información pertinente a 
las Instituciones correspondientes; así como, la de rendir mensualmente la información 
que se solicite.

Artículo 32.- Informe de Indicadores de Violencia Contra las Mujeres

El Instituto de Medicina Legal, anualmente deberá presentar indicadores diagnósticos 
basados en los peritajes realizados que deberán incluir:

a)  La prevalencia de casos de Feminicidio.

b)  Los efectos de la violencia física, psíquica y sexual en las mujeres que enfrentan 
hechos de violencia.

c)  Los efectos de la exposición a la violencia y de las agresiones sufridas por los 
hijos, hijas, niñas, niños o adolescentes, a cargo de la mujer que enfrenta hechos 
de violencia.

d)  Valoración de la incidencia, la peligrosidad objetiva y el riesgo de reincidencia de 
la persona agresora.

CAPÍTULO VII
Presupuesto, Finanzas y Fondo Especial

Artículo 33.- Presupuesto

Los recursos para fi nanciar la presente ley serán los siguientes:

a)  Las asignaciones de las partidas del Presupuesto General de la Nación, que 
deberán consignar cada año o aquellos recursos etiquetados en materia de 
violencia contra las mujeres en cualquiera de sus modalidades, a cada una de las 
instancias públicas facultadas por esta ley.

b)  Aquellos fondos especiales destinados para mujeres víctimas de violencia. 

c) Donaciones nacionales e internacionales.

d)  Cooperaciones regionales o internacionales.

e)  Otras fuentes de fi nanciamiento nacional o internacional.
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Artículo 34.- Financiamiento para la Aplicación de la Presente Ley

El Estado a través del Ministerio de Hacienda, deberá garantizar para la ejecución de 
la presente ley la asignación de partidas presupuestarias etiquetadas en el Presupuesto 
General de la Nación para cada año, a cada una de las instituciones públicas facultadas 
en esta ley para su aplicación.

Artículo 35.- Fondo Especial para Mujeres Víctimas de Violencia

Los fondos obtenidos por las sanciones económicas impuestas por infracciones 
cometidas a la presente ley, ingresarán al Fondo General de la Nación; y el Ministerio 
de Hacienda, deberá trasladarlos íntegramente para fi nanciar aquellos proyectos a que 
se refi ere esta ley.

Artículo 36.- Fiscalización de Fondos

Corresponderá a la Corte de Cuentas de la República, la fi scalización posterior de la 
correcta utilización de los fondos asignados para la ejecución de la presente ley.

CAPÍTULO VIII
Protección de la Vivienda

Artículo 37.- Ayudas Sociales y Subsidio

Las ayudas sociales o subsidios, serán compatibles con cualquiera de las previstas 
en las leyes vigentes con programas sociales; y provendrán, del Fondo Especial para 
mujeres víctimas de violencia.

Artículo 38.-Acceso a Vivienda Social para Mujeres

Las mujeres sujetas a esta ley, serán consideradas colectivos prioritarios en el 
acceso a viviendas sociales protegidas y programas, en los términos que determine la 
legislación vigente, valorando sus circunstancias y el contexto de desprotección y de 
vulnerabilidad.

Artículo 39.- Protección del Uso de Vivienda Arrendada

En los casos y hechos de violencia contra la mujer por su pareja, y éste arriende la 
vivienda de habitación, la mujer podrá continuar con el uso de la misma por orden judicial 
mediante la medida de protección correspondiente. Lo anterior no exime del pago de los 
cánones  de arrendamiento, al  que deberá ser condenado la persona agresora.

Dicha medida, se notifi cará a la persona agresora y al arrendatario, para que la 
mujer haga uso de la vivienda hasta por un plazo máximo de noventa días desde 
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que fue notifi cada la resolución judicial correspondiente, acompañando de la copia de 
dicha resolución judicial o de la parte de la misma, que afecte el uso de la vivienda al 
arrendante.

 Artículo 40.- Acceso a la Vivienda

El Ministerio de Obras Públicas, a través del Viceministerio de Vivienda y Desarrollo 
Urbano, del Fondo  Social para la Vivienda (FSV), y del Fondo Nacional de Vivienda 
Popular (FONAVIPO), deberá elaborar una Política de Vivienda que progresivamente 
incorpore una reserva de viviendas específi ca para mujeres que enfrentan hechos  de 
violencia, y que se encuentren en total desprotección y condiciones de alto riesgo. 
Siendo prioridad las mujeres adultas mayores y las mujeres con discapacidades.

Artículo 41.- Habitación Tutelada

La habitación tutelada, consiste en espacios de vivienda temporal bajo la fi gura de la 
vivienda en protección pública para mujeres que se encuentran en ciclos de violencia y 
que hayan establecido dicha situación.

Los espacios de vivienda temporal, serán garantizados por el Estado; para lo cual, 
deberá emitir un Reglamento que regule el procedimiento para que las mujeres que 
establezcan la situación de violencia, puedan tener acceso a la habitación tutelada.

Artículo 42.- Certifi cación de Denuncia

Las Instituciones obligadas por esta ley, garantizarán a las mujeres que enfrentan 
hechos de violencia, el derecho a obtener la certifi cación de denuncia, la cual deberá 
ser expedida dentro del término establecido por la ley.

El funcionario o funcionaria que incumpliere con esta obligación incurrirá en una 
sanción equivalente a diez salarios mínimos establecidos para trabajadores del comercio 
y servicios vigente, sin perjuicio de la responsabilidad penal correspondiente.

Artículo 43.- Establecimiento de la Situación de Violencia

En los casos en que así lo requieran, o que se exija el establecimiento de la situación 
de violencia contra las mujeres para el reconocimiento de sus derechos, ésta se 
acreditará, sin perjuicio de lo establecido para cada caso, a través de:

1.  Certifi cación de resolución judicial por cualquier tipo y modalidad de violencia.

2.  Certifi cación que acredite la atención especializada, por un organismo público 
competente en materia de violencia.
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TÍTULO II
Delitos y Sanciones

CAPÍTULO I

Delitos y Sanciones

Artículo 44.- Delitos de Acción Pública

Todos los delitos contemplados en el presente capítulo son de acción pública.

Artículo 45.- Feminicidio

Quien le causare la muerte a una mujer mediando motivos de odio o menosprecio 
por su condición de mujer, será sancionado con pena de prisión de veinte a treinta y 
cinco años.

Se considera que existe odio o menosprecio a la condición de mujer cuando ocurra 
cualquiera de las siguientes circunstancias:

a)  Que a la muerte le haya precedido algún incidente de violencia cometido por el 
autor contra la mujer, independientemente que el hecho haya sido denunciado o 
no por la víctima.

b)  Que el autor se hubiere aprovechado de cualquier condición de riesgo o 
vulnerabilidad física o psíquica en que se encontraba la mujer víctima.

c)  Que el autor se hubiere aprovechado de la superioridad que le generaban las 
relaciones desiguales de poder basadas en el género.

d)  Que previo a la muerte de la mujer el autor hubiere cometido contra ella cualquier 
conducta califi cada como delito contra la libertad sexual.

e)  Muerte precedida por causa de mutilación.

Artículo 46.- Feminicidio Agravado

El delito de feminicidio será sancionado con pena de treinta a cincuenta años de 
prisión, en los siguientes casos:
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a)  Si fuere realizado por funcionario o empleado público o municipal, autoridad 
pública o agente de autoridad.

b)  Si fuere realizado por dos o más personas.

c)  Si fuere cometido frente a cualquier familiar de la víctima.

d)  Cuando la víctima sea menor de dieciocho años de edad, adulta mayor o sufriere 
discapacidad física o mental.

e)  Si el autor se prevaleciere de la superioridad originada por relaciones de confi anza, 
amistad, doméstica, educativa o de trabajo.

Artículo 47.- Obstaculización al Acceso a la Justicia

Quien en el ejercicio de una función pública propiciare, promoviere o tolerare, 
la impunidad u obstaculizare la investigación, persecución y sanción de los delitos 
establecidos en esta ley, será sancionado con pena de prisión de dos a cuatro años e 
inhabilitación para la función pública que desempeña por el mismo plazo.

Artículo 48.- Suicidio Feminicida por Inducción o Ayuda

Quien indujere a una mujer al suicidio o le prestare ayuda para cometerlo, valiéndose 
de cualquiera de las siguientes circunstancias, será sancionado con prisión de cinco a 
siete años:

a)  Que le preceda cualquiera de los tipos o modalidades de violencia contemplados 
en la presente ley ó en cualquier otra ley.

b)  Que el denunciado se haya aprovechado de cualquier situación de riesgo o 
condición física o psíquica en que se encontrare la víctima, por haberse ejercido 
contra ésta, cualquiera de los tipos o modalidades de violencia contemplados en 
la presente o en cualquier otra ley.

c)  Que el inductor se haya aprovechado de la superioridad generada por las 
relaciones preexistentes o existentes entre él y la víctima.

Artículo 49.- Inducción, Promoción y Favorecimiento de Actos Sexuales o 
Eróticos por Medios Informáticos o Electrónicos

Quien de manera individual, colectiva u organizada publicare, distribuyere, enviare, 
promoviere, facilitare, administrare, fi nanciare u organizare, de cualquier forma la 
utilización de mujeres, mayores de dieciocho años, sin su consentimiento en actos 
sexuales o eróticos, utilizando medios informáticos o electrónicos, será sancionado 
con prisión de cinco a diez años.
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Artículo 50.- Difusión Ilegal de Información

Quien publicare, compartiere, enviare o distribuyere información personal que 
dañe el honor, la intimidad personal y familiar, y la propia imagen de la mujer sin su 
consentimiento, será sancionado con pena de uno a tres años.

 Artículo 51.- Difusión de Pornografía

Quien publicare, compartiere, enviare o distribuyere material pornográfi co por 
cualquier medio informático o electrónico en el que se utilice la imagen o identidad de 
la mujer sin su consentimiento, será sancionado con pena de tres a cinco años.

Artículo 52.- Favorecimiento al Incumplimiento de los Deberes de Asistencia 
Económica

Quien estando obligado a informar acerca de los ingresos de quienes deban cumplir 
con los deberes de asistencia económica, ocultare o diere información falsa, tardía, 
o incumpliere con orden de autoridad judicial o administrativa, será sancionado con 
prisión de uno a tres años, y multa equivalente a treinta salarios mínimos del comercio 
y servicios.

Artículo 53.- Sustracción Patrimonial

Quien  sustrajere, algún bien o valor de la posesión o patrimonio de una mujer 
con quien mantuviere una relación de parentesco, matrimonio o convivencia sin su 
consentimiento, será sancionado con prisión de dos a cuatro años.

Artículo 54.- Sustracción de las utilidades de las actividades económicas 
familiares

Quien sustrajere las ganancias o ingresos derivados de una actividad económica 
familiar, o dispusiere de ellas para su benefi cio personal y en perjuicio de los derechos de 
una mujer con quien mantenga una relación de parentesco, matrimonio o convivencia 
declarada o no, será sancionado con prisión de tres a seis años.

Artículo 55.- Expresiones de violencia contra las mujeres

Quien realizare cualquiera de las siguientes conductas, será sancionado con multa 
de dos a veinticinco salarios mínimos del comercio y servicio:

a)  Elaborar, publicar, difundir o transmitir por cualquier medio, imágenes o 
mensajes visuales, audiovisuales, multimedia o plataformas informáticas con 
contenido de odio o menosprecio hacia las mujeres.
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b)  Utilizar expresiones verbales o no verbales relativas al ejercicio de la autoridad 
parental que tengan por fi n intimidar a las mujeres.

c)  Burlarse, desacreditar, degradar o aislar a las mujeres dentro de sus ámbitos de 
trabajo, educativo, comunitario, espacios de participación política o ciudadana, 
institucional u otro análogo como forma de expresión de discriminación de 
acuerdo a la presente ley.

d)  Impedir, limitar u obstaculizar la participación de las mujeres en cualquier proceso de 
formación académica, participación política, inserción laboral o atención en salud.

e)  Exponer a las mujeres a un riesgo inminente para su integridad física o emocional.

f)  Mostrar o compartir pornografía de personas mayores de edad en los espacios 
públicos, de trabajo y comunitario.

CAPÍTULO II
Disposiciones Procesales Específi cas

Artículo 56.- Política de Persecución Penal en Materia de Violencia Contra 
las Mujeres

La Fiscalía General de la República deberá crear, la política de persecución penal 
en materia de Violencia contra las Mujeres de acuerdo a los principios establecidos en 
esta ley.

Artículo 57.- Garantías Procesales de las Mujeres que Enfrentan Hechos de 
Violencia

A las mujeres que enfrenten hechos de violencia se les garantizará:

a)  Que se preserve en todo momento su intimidad y privacidad. En consecuencia, 
su vida sexual no podrá ser expuesta directa o indirectamente, para justifi car, 
minimizar o relativizar el daño causado.

b)   Que se les extienda copia del requerimiento fi scal, de la denuncia administrativa, 
del reconocimiento médico legal y de cualquier otro documento de interés para 
la mujer que enfrenta hechos de violencia; así como, a ser tratadas con dignidad 
y respeto, especialmente por las partes intervinientes en el proceso.
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c)  Ser atendidas en la medida de lo posible, por personas del mismo sexo 
expertas y capacitadas en derechos de las víctimas, derechos humanos 
de las mujeres, perspectiva de género y prevención de la violencia de 
género, en lugares accesibles y que garanticen la privacidad, seguridad y 
comodidad.

d)  No ser discriminadas en razón de su historial sexual o por ninguna otra causa.

e)  Que se proteja debidamente su intimidad y se aplique la reserva total o 
parcial del expediente, para evitar la divulgación de información que 
pueda conducir a su identifi cación o la de sus familiares, manteniendo la 
confi dencialidad de la información sobre su residencia, teléfono, lugar de 
trabajo o estudio, entre otros aspectos. Dicha protección incluye a su familia 
y allegados.

f)  Ser informada y notifi cada en forma oportuna y veraz, de las actuaciones que 
se vayan realizando durante todo el proceso judicial o administrativo, así como 
de los recursos pertinentes y de los servicios de ayuda.  Así mismo, a qué se 
le extienda copia de la denuncia administrativa y del requerimiento fi scal, del 
reconocimiento médico legal y de cualquier otro documento de interés para la 
mujer, garantizando un trato digno y respetuoso.

g)  Recibir asistencia integral, adecuada y oportuna, la cual podrá exceder la 
duración del proceso administrativo o judicial, independientemente del 
resultado.

h)  Recibir atención médica, tratamiento adecuado y especializado, en los casos 
que lo ameriten. Así como la utilización del Protocolo de atención en caso de 
violencia sexual, para prevenir Infecciones de Transmisión Sexual y la Guía 
Técnica de Atención en Planifi cación Familiar.

i)  El designar a un acompañante durante todo el proceso judicial o administrativo. 

j) No ser coercionadas por las declaraciones vertidas durante el proceso.

k)  Que de manera inmediata se decreten las medidas emergentes,  de protección 
o cautelares establecidas en ésta o en el resto de leyes vigentes.

l)  Recibir el auxilio y la protección, oportuna y adecuada, de la Policía Nacional 
Civil, o de cualquier otra instancia y de la comunidad.
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m)  Prestar testimonio en condiciones especiales de protección y cuidado; así 
como, a utilizar la fi gura del anticipo de prueba.

n)  A que se tome en cuenta su estado emocional para declarar en el juicio, y que 
este sea realizado de manera individual.

o)  Recibir información sobre sus derechos y el proceso en un idioma, lenguaje o 
dialecto que comprendan, en forma accesible a su edad y madurez.

p)  Solicitar medidas de emergencia, protección y cautelares en caso de que se 
otorgue la libertad anticipada a la persona agresora.

Las víctimas del delito de trata además de las garantías ya establecidas, gozarán 
de las siguientes:

1.  A que no se le apliquen las sanciones o impedimentos establecidos en 
la legislación migratoria, cuando las infracciones sean consecuencia 
de la actividad desplegada durante la comisión del ilícito que han sido 
víctimas.

2.  A permanecer en el país, de conformidad con la legislación vigente, y a recibir 
la documentación o constancia que acredite tal circunstancia.

3.  Asesoría jurídica migratoria gratuita.

Las mujeres que enfrentan hechos de violencia, gozarán de todos los derechos 
establecidos en la presente ley, en el resto del ordenamiento jurídico y en los 
Convenios Internacionales vigentes.

 Artículo 58.- Prohibición de la Conciliación y Mediación.

 Se prohíbe la Conciliación o Mediación de cualquiera de los delitos comprendidos 
en la presente ley.

Disposiciones Finales
Artículo 59.- Declaración de Interés Público y Nacional

Se declara de interés público y nacional la implementación de la presente ley.

Artículo 60- Regla  Supletoria

En lo no previsto en la presente ley, se aplicarán las reglas procesales comunes en 
lo que fuere compatible con la naturaleza de la misma; así como, las disposiciones 
contenidas en el Código Procesal Penal.
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el Diario Ofi cial.
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